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			A la memoria de mi padre, Francisco Tomás y Valiente.


			A mi madre y hermanos


			 


			QUICO


			 


			 


			A mis padres y hermano,


			a mi mujer y a mis hijos Iago e Iria


			 


			PACO


		




		

			Prólogo


			 


			 


			Cuando nuestras ilustres señorías se enfundan el traje de faena, de su negra figura a causa de la toga sólo destacan sus blancos puños, conocidos como «puñetas», y el escudo constitucional que lucen en su pecho. Este escudo, claro está, es bastante más reciente que las puñetas, que tienen su origen muchos siglos atrás. Los puños bordados con filigranas y encajes que llevan nuestros jueces y magistrados en sus mangas, y que antiguamente se elaboraban en cárceles y monasterios, encierran una labor concienzuda y delicada que requiere no poco tiempo para su confección, así como la concentración y habilidad necesarias para crearlos con aguja e hilo. Todos estos requisitos simbolizan el trabajo del juez al dictar sentencia. De sus puñetas salen las sentencias y las rúbricas con las que definitivamente las firman.


			Pero como exponemos a lo largo del primer capítulo, y, por extensión, en todo el libro, algunas de las muchas resoluciones judiciales que dictan sus señorías se desvían de los rectos caminos de la justicia y se las considera realmente injustas. Son las sentencias y resoluciones que han pasado al acervo popular como disparates judiciales. En su origen, la expresión «irse a hacer puñetas» en modo alguno aludía a la función del juez, sino más bien al deseo de que una persona se alejara durante un tiempo (el necesario para confeccionar las puñetas) y que así nos dejara en paz.


			Aunque no sabemos cuánto tienen que ver con la labor judicial las numerosas acepciones que disfruta en la actualidad la palabra «puñetas», lo cierto es que muchas de ellas encajarían perfectamente con algunas de las sentencias que dictan y que damos acomodo en este libro (lo que nos valdrá, para algunos, el calificativo de «puñeteros»).


			Si además del encaje de los puños de sus señorías, como vemos, por puñetas también se entiende dificultad o molestia, tampoco es extraño que con la misma palabra subrayemos nuestro asombro y enfado. Otra cosa distinta es el significado masturbatorio que también tiene el término («hacerse la puñeta»), y tampoco sabemos en qué estaría pensando una reciente ex ministra de Justicia de Francia, quien, al querer referirse a la inflación, que, como saben, es la notable elevación de los precios, se le escapó otra palabra con la misma terminación, pero sin relación alguna con la economía, al menos que sepamos nosotros, como es «felación» (lo cual nos recuerda también aquella intervención del presidente Rodríguez Zapatero cuando, en una cumbre con los rusos, quiso expresarles con tal firmeza su respaldo que habló de «follar» en lugar de «apoyar»).


			Dicho esto, apoyémonos en las mangas de los jueces para mandar a hacer puñetas muchas de las sentencias que comentaremos a continuación, y que en muchos casos han contribuido al fracaso de la respuesta judicial al ciudadano, algo que también se resume con la expresión de cuando algo se va a hacer puñetas. Sabia palabra esta de «puñeta».
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			Las puñetas de la justicia


			 


			 


			El sexo judicial sigue siendo, aunque en mucha menor medida que en los primeros años de la democracia, la fuente principal del disparate judicial. Cuando se aprobó la Constitución de 1978 arrastrábamos una justicia machista, no tanto porque casi todos los jueces eran hombres, sino por la moral nacionalcatólica (como sigue recordándonos Juan Goytisolo) y la ética franquista de prevalencia del hombre que se habían instalado en la sociedad española después de tantos años de dictadura, y que incluso estaban apoyadas en un Código Penal que llegó a justificar, hasta 1963, la muerte de la esposa infiel a manos de su esposo, quien, por su crimen, simplemente era desterrado de la localidad donde vivía.


			Todo eso es agua pasada, creemos y aseguramos, aunque seguimos sorteando grandes charcos por el camino diario. Muchos de ellos los encontramos en el sexo de sus señorías, otros en el seno familiar, y, sobre todo, en algunos casos de maltrato y violencia hacia las mujeres. Tampoco podemos olvidarnos de las resoluciones que afectan a unos pocos poderosos agraciados por los jueces y a otros humildes ciudadanos desgraciados por la justicia. Y entre unas y otras, aquellas sentencias en las que los jueces fallan doblemente al poner por escrito pensamientos u opiniones que nunca habrían tenido que cruzar la frontera de sus mentes jurídicas.


			 


			 


			EL SEXO DE SUS SEÑORÍAS


			 


			
EL AGUA MILAGROSA. SEGUNDA PARTE



			 


			La Audiencia Provincial de Pontevedra nos proporcionó, en las décadas de 1980 y 1990, una cosecha de sentencias polémicas sobre delitos contra la libertad y la integridad sexual que utilizamos en nuestra primera antología del disparate sexual. Todas estaban cortadas por el mismo patrón: sorprendía lo bien parados que salían algunos acusados de violación y, sobre todo, las expresiones empleadas por sus ilustrísimas señorías para redondear el círculo, por si acaso hubiera parecido que no quedaba lo suficientemente clara, o redonda, la circunferencia.


			Así ocurrió, por ejemplo, en 1989, en la absolución de dos vecinos de Redondela acusados de violar a una mujer llamada María Dorinda después de tomar unas copas con ella en una discoteca de Vigo. Los jueces prestaron atención al hecho de que la víctima, «siendo una mujer casada, aunque separada, y por tanto con experiencia sexual, mantuviese una vida licenciosa y desordenada», como revelaba el hecho de «que careciese de domicilio fijo y se encontrase sola en una discoteca a altas horas de la madrugada». Y, para despacharse más a gusto, certificaron que María Dorinda, «al prestarse a viajar en coche con dos desconocidos, se situaba en disposición de ser usada sexualmente en horas de la noche y en lugar solitario».


			También a la Audiencia de Pontevedra le debemos la polémica sentencia que condenó a una pena muy inferior a la solicitada a un violador al desestimar varias agravantes, pues consideró que la violencia que sufrió la víctima no fue «degradante», a pesar de que la amenazasen con un cuchillo y sufriera humillaciones. También tuvo en consideración que el acusado le diera un vaso de agua a la joven cuando, al eyacular en su boca, le dieron arcadas. De ahí que este caso lo titulásemos en su día «El agua milagrosa», aunque ahora nos vemos obligados a completarlo porque el Tribunal Supremo entendió lo que todo el mundo había denunciado y corrigió la condena.


			Contemos el caso desde el principio, como ya hicimos entonces, para que los lectores juzguen por sí mismos lo sorprendente de un caso judicial que suscitó la condena de muchos, entre ellos el entonces presidente de la Xunta Manuel Fraga, ya fallecido.


			Todo comenzó la mañana del 8 de abril de 1999. Carmiña (nombre supuesto de la víctima) estaba en su casa de San Vicente de Cerponzones, parroquia del municipio de Pontevedra. Allí vivía con su madre, que trabajaba de camarera en un bar propiedad de Francisco Javier G. V., un empresario pontevedrés de hostelería, casado y con dos hijos. Pese a su estado civil, Francisco Javier mantenía una relación sentimental con la madre de Carmiña.


			La muchacha, que entonces tenía diecinueve años, estaba esa mañana en casa cuando entró Francisco Javier, quien, como hacía habitualmente, utilizó su propia llave. Sabía que la joven se encontraba sola en la vivienda y que así iba a ser durante algunas horas más porque su madre estaba trabajando en el bar de su propiedad. La madre de Carmiña le había prohibido entrar en la casa cuando ella no estuviera, ya que el hombre había acosado a su hija en varias ocasiones anteriormente (una vez le levantó la camiseta y en otras merodeó por su habitación cuando ella estaba en la cama).


			Francisco Javier se saltó la prohibición, pero planeó una estrategia para no ser reconocido, aunque desconocía que Carmiña le había visto llegar en su coche. El amante de su madre entró con el rostro cubierto por una media y vestido con un mono de trabajo azul. A continuación, amenazó a la joven con un cuchillo, la ató de manos y piernas a la cama, y utilizó cinta adhesiva para taparle parte de la cabeza. Después, según la sentencia, «penetró vaginalmente a la joven y posteriormente en la boca, donde eyaculó».


			Durante el juicio, celebrado a puerta cerrada, el empresario de hostelería reconoció que mantuvo una relación sexual con Carmiña, pero alegó que fue consentida, aunque acabó de forma violenta. El fiscal y la acusación particular pidieron al tribunal que el acusado fuera condenado a 15 años de cárcel por un delito de violación con agravantes. Sin embargo, el tribunal condenó al acusado a 7 años y medio, la mitad de lo que reclamaban el acusador público y la víctima. ¿Por qué lo decidieron así los magistrados? Pues porque estimaron que no había motivos para agravar el delito dado que la violencia sufrida por la víctima no fue «degradante» a pesar de que Francisco Javier la amenazó con un cuchillo y la sometió a otras humillaciones, como ya verán.


			En los fundamentos jurídicos de la sentencia, los magistrados firmantes de la resolución analizaron detenidamente el caso para concluir que no había motivos para imponer al acusado una pena mayor.


			Un buen ejemplo: «El acusado accedió a retirar la cinta adhesiva de la boca de la víctima ante las protestas de la chica porque no podía respirar». Y otro razonamiento de calado que sorprende todavía más: el violador «se ofreció a traer un vaso de agua a la víctima cuando, después de penetrarla bucalmente y eyacular, ella empezó a tener arcadas». ¿Se dan cuenta de por qué pensamos en su día que esta agua era milagrosa? Siete años y medio menos de pena, en lugar de los 15 pedidos por la acusación y el fiscal, y todo por un vasito de agua.


			Los magistrados entendieron que resultaban «contrarios a toda conducta particularmente degradante el retirarle la cinta que cubría la cabeza de la víctima ante su incapacidad para respirar y el hecho de traerle un vaso de agua cuando la chica, tras la penetración bucal, comenzó a tener arcadas».


			Una a una, los tres jueces fueron eliminando las agravantes cuya aplicación se pedía para solicitar una mayor condena. Ni alevosía, ni disfraz ni nada de nada. Tampoco se estimó como agravante el empleo de un arma blanca porque, decía la sentencia, «el acusado sólo esgrimió el cuchillo para hacer salir a la chica de debajo de la cama y así lograr que, ya acostada, se estuviese quieta». Según los magistrados, el ánimo del agresor nunca fue ni herir ni matar a Carmiña.


			Por todo ello, el tribunal estableció que «la violencia ejercida por el procesado no revistió el carácter particularmente degradante o vejatorio que exige el Código Penal para agravar la pena».


			Los autores de la resolución recibieron numerosas críticas, que se repartieron a partes iguales el presidente de la sala y ponente de la sentencia, José Juan Ramón Barreiro Prado, y los magistrados Ángela Irene Domínguez-Viquera y Jaime Esaín. Entre las reacciones que se produjeron entonces destacamos la que hizo la presidenta de Madres en Acción, Alicia del Burgo, cuando se preguntó si los magistrados hubieran reaccionado igual si la víctima hubiera sido su madre, su esposa o su hija.


			El drama humano, como el de esta triste historia, es siempre poliédrico, pero nosotros sólo nos fijaremos en los rostros de la víctima y de su madre. Carmiña expresó su temor de que el violador cumpliera las amenazas de muerte que le profirió durante la violación y resaltó el daño que había sufrido su madre. «Estaba muy enamorada de él, que la engañaba diciéndole que se iba a separar para casarse con ella», recordó Carmiña.


			Cuando narramos este caso en nuestra primera antología, el Supremo no se había pronunciado. Coincidiendo con la publicación del libro en marzo de 2001, el alto tribunal estudió los recursos contra la sentencia y tomó una buena solución, sin duda, para la víctima. Al apreciar la circunstancia agravante del disfraz y el empleo del cuchillo, elevó la condena del violador de los 7 años y medio impuestos por la sentencia de Pontevedra a los 14 años de prisión, una cifra que se acerca mucho a la petición inicial del fiscal y la acusación particular. En resumen, el Supremo sí apreció las agravantes que rechazó el tribunal que dictó la polémica sentencia.


			Sobre el uso del arma, el Supremo estimó que «el acusado no se limitó a una exhibición del cuchillo en el inicio de los hechos, sino que el arma blanca fue utilizada a lo largo del episodio en sus diversas fases, estando presente en todo momento hasta el punto de presentarse como un protagonista principal del suceso, y no precisamente de una manera pasiva, lejana o subliminal, sino de un modo agresivo, cercano, inmediato al cuerpo de la víctima sobre la que permanentemente se cernía su activa y amenazante presencia». 


			Además de recordar que la víctima sufrió cortes en los dedos, el alto tribunal estimó el uso por parte del agresor «de un instrumento especialmente capaz de producir la muerte o lesiones graves» y quedó «patente que, a tenor del desarrollo de los hechos, tal peligro existió, aunque no llegara a concretarse en resultados objetivos».


			En cuanto a la agravante del disfraz, el Supremo sostuvo que debió ser apreciada por más que la víctima hubiera identificado al agresor por la voz y porque le había visto aparcar el coche junto a su casa, ya que esta circunstancia siempre debe admitirse cuando el medio empleado «sea objetivamente válido para impedir la identificación», aunque no lo lograra. 


			La sentencia del alto tribunal, de la que fue ponente Diego Antonio Ramos Gancedo, rechazó apreciar otra agravante más que reclamaban los recurrentes: que en los hechos se tuviera en cuenta el carácter «particularmente degradante o vejatorio» de lo sucedido. En este sentido, el Supremo recordó que la agresión sexual violenta o con intimidación «lleva inscrita en la propia acción un incuestionable y relevante componente de brutalidad, degradación y vejación de la víctima».


			«Atar los brazos y las piernas (estas últimas fueron liberadas de sus ataduras a los pocoss momentos) y tapar la boca y casi todo el rostro de la víctima con una cinta adhesiva, son, sin duda, acciones de fuerza física que atentan contra el respeto y consideración que todo ser humano merece, pero que al entender de esta Sala no integran la especial o particular vejación o degradación que exige el tipo penal del artículo 180.1 toda vez que dichos actos, en sí mismos, no parecen revestir las características de particular envilecimiento, humillación y desprecio a la dignidad de la persona que requiere el precepto como configuradores de un trato significativamente degradante y vejatorio» que reconoce la jurisprudencia.


			Es seguro que el Supremo no se dejó orientar por el clamor social al corregir la sentencia de Pontevedra; más bien se dejó guiar por el sentido común. Así lo demostró, al menos, al duplicar la pena al violador de Carmiña. Por este motivo, nos alegramos de poder afirmar que el disparate judicial de «El agua milagrosa» es ya un caso cerrado y bien cerrado.


			 


			 


			
EL PADRE QUE LO PARIÓ: EL DESENLACE



			 


			No todos los disparates judiciales permanecen inmutables en el tiempo. Nosotros, como notarios de la actualidad, damos fe de ello. La justicia ha corregido algunas resoluciones francamente injustas que por méritos propios entraron en nuestra Antología del disparate judicial hace más de una década. Precisamente uno de los casos más sorprendentes que referimos entonces, y que no dejó indiferente a nadie, fue el que identificamos como el caso de «El padre que lo parió»: un tribunal condenaba a un padre por violar a su hijo de cuatro años y, al mismo tiempo, pedía su indulto por su intachable conducta. No había Dios que lo entendiera. El caso fue conocido como el del niño de Guadalcácer.


			Primero recordemos el asunto con todo detalle y el relato que hicimos entonces. Creemos que siendo los mismos los autores y también la misma editorial, no hay problema en que hagamos un pequeño refrito de lo que contamos hace años.


			Ocurrió en una pequeña localidad cordobesa la noche del 5 de junio de 1997 en la vivienda familiar de, pongamos, Pepe, de treinta y cuatro años, un marido y padre de tres hijos del que no revelaremos su verdadera identidad para preservar la intimidad del menor y de la familia afectada.


			Pepe, obrero de profesión, llegó del trabajo y se metió en la ducha antes de cenar. Su hijo pequeño, de cuatro años, quiso ducharse con él, como al parecer hacía con frecuencia. «Cuando ambos se hallaban en la ducha, el procesado introdujo el pene en el ano de su hijo, quien sangró levemente», afirmaba la sentencia de la Audiencia Provincial de Córdoba que le condenó. Pepe avisó a la madre y le contó que el pequeño se había caído sobre el tapón —cilíndrico— del gel de baño. 


			El matrimonio llevó al niño al médico, al que ofrecieron la versión del tapón como el causante de las heridas. Sin embargo, el facultativo resolvió que lo llevaran a la unidad de pediatría del Hospital Universitario Reina Sofía de la capital cordobesa. Allí reiteraron lo del bote de gel, pero los pediatras concluyeron que las heridas no se correspondían con lo que afirmaban los padres, sino más bien con otra cosa, por lo que pusieron el asunto en conocimiento del juez de guardia.


			Ése fue el relato de los hechos que consideró probado, en octubre de 1999, el tribunal de la Audiencia Provincial de Córdoba que juzgó el caso. En los fundamentos jurídicos de la sentencia, los magistrados afirmaban que era prácticamente imposible que el menor sufriera semejantes lesiones por haberse caído encima del bote de gel, como referían los padres, sino todo lo contrario: las lesiones eran típicas de la introducción de un pene por el ano, «tal y como lo describen científicamente los manuales especializados», añadía la sentencia.


			La sala concluyó que el padre, ese al que nosotros hemos identificado con el nombre de Pepe, cometió un delito de agresión sexual y le impuso la pena de 7 años de cárcel. Hasta aquí, todo normal. Pero había un elemento añadido que convertía este caso en uno especialmente polémico. Los magistrados subrayaban que el padre acusado era «de intachable conducta, gozando del afecto y consideración por parte de sus convecinos, así como del cariño de su esposa e hijos». Por ello, y aunque existiera el pleno convencimiento de que cometió el delito, el tribunal valoró las «peculiares circunstancias que concurren en este caso, en la que el cariño recíproco propio de una familia persiste, así como la plena confianza en el procesado, y el gran afecto que el menor tiene hacia su padre». La sentencia subrayaba, además, que el delito no generó «alarma social».


			La sentencia cordobesa tuvo en cuenta no sólo las relaciones «inmejorables» entre Pepe y su familia, esto es, esposa e hijos; asimismo, valoraron que éstos consideraban que lo ocurrido bien pudo ser un accidente o que, conociendo la verdad, habían «perdonado y preferido ignorar el suceso en aras de mantener esa buena armonía familiar». De ahí que el tribunal entendiese que la pena que había de imponerse sólo mantuviese «el carácter retributivo, pues si se cumpliera repercutiría negativamente no sólo en el acusado, sino también en su familia, que además se vería privada de la única fuente de sustento para su subsistencia». En consecuencia, y al valorar que la pena impuesta no cumpliría los intereses de la justicia material, la sala estimó «procedente que una vez firme la presente resolución se proponga por el mismo tribunal la concesión del indulto». Por si esto no fuera poco, los magistrados suspendieron la ejecución de la pena de 7 años mientras se tramitaba el expediente del indulto.


			 


			Una absoluta aberración


			 


			La polémica estalló en la capital de los califas. La Junta de Andalucía arremetió contra el fallo judicial, aunque la reacción se le fue de las manos. El entonces consejero andaluz de Asuntos Sociales, Isaías Pérez Saldaña, la calificó de «una absoluta aberración». En su opinión, no era «lógico ni racional» que se propusiese el indulto cuando al mismo tiempo se reconocía que el padre violó a su hijo. Por eso calificó de «perverso» que Pepe evitase la condena. La metedura de pata vino después: anunció que la Junta recurriría la sentencia, aunque a lo mejor no sabía que eso no era posible porque no había sido parte en el proceso. Aunque no nos cabe duda de que antes de haber dimitido se le podría haber ocurrido al inteligente ex ministro de Justicia Alberto Ruiz-Gallardón introducir alguna modificación procesal a favor de la admisión del recurso de parte sobrevenida, es decir, la que permita a cualquiera recurrir una resolución sin haber estado personado en la causa ni haber formado parte de ella en ningún momento. Hubiera sido una gran novedad, sin duda, y una gran ocurrencia, como lo es la de anunciar la reducción del número de aforados en España: de 17.621 a sólo 22 (algo que en este país no verá ni la próxima evolución de la especie humana).


			Pero volvamos al caso. No sólo la Administración andaluza se lió a gorrazos con la sentencia cordobesa, sino que también desde diversos sectores sociales se alzaron voces contra la resolución judicial. Recordamos que el entonces vicepresidente de Unicef-Andalucía, Ricardo García, sostuvo que «el interés prioritario debe ser el niño» y calificó de «raro, por no hablar de aberrante» que «algo punible penalmente no se tenga en cuenta». Desde Madrid, el defensor del Menor de la comunidad madrileña por esas fechas, el reconocido Javier Urra, calificó de «grave» el fallo y defendió el castigo del condenado porque la agresión sexual había quedado probada.


			Es un dicho recurrente en el mundo judicial afirmar que los jueces hablan sólo a través de sus sentencias, aunque en este libro dejamos bien claro que, como ya reconoció Cervantes en 1615 en la segunda parte de El Quijote, del dicho al hecho hay gran trecho. Así que los magistrados tuvieron que salir en su propia defensa y explicarse públicamente. Dieron sus razones, pero no convencieron. El magistrado Antonio Puebla Povedano, ponente de la sentencia, recordó que la Constitución proclama el principio de reinserción social de las penas, cuya finalidad no es, por tanto, sólo el castigo. Tras asegurar que no se podía actuar igual en todos los casos, sostuvo que en el de Pepe la finalidad de la reinserción estaba cumplida porque era una persona «a la que adoran tanto su familia como sus vecinos». Su opinión, además de muy discutible, no fue unánime. Por ejemplo, para la entonces ministra de Justicia y magistrada en excedencia Margarita Mariscal de Gante, era «difícilmente reinsertable alguien que comete un acto de esa naturaleza».


			 


			No me derrota nadie


			 


			«Es una de las sentencias que más me ha costado —declaró esos días el magistrado Puebla Povedano—. Cuando pongo una sentencia en conciencia, y la firmo, no me derrota nadie. Claro que si un tribunal superior nos da otra versión, pues muy bien, perfecto, pero a mí no me habrán derrotado porque he actuado en conciencia.» Toda una declaración de principios, sin duda.


			En el debate sobre la polémica de la sentencia, su compañero de tribunal, José Ramón Berdugo, se preguntó: «¿Qué sentido tiene que el padre ingrese en prisión cuando esa medida no va a causar ningún beneficio a ninguna de las partes implicadas y cuando el hecho en sí no había tenido repercusión social?». La verdad es que se podía haber ahorrado la pregunta.


			La sentencia de Puebla Povedano y compañía no sólo tuvo críticas; también hubo quien defendió el fallo judicial. La conservadora Asociación para los Derechos del Niño y de la Niña (Prodeni) opinó que la Audiencia de Córdoba tenía «el derecho e incluso el deber de solicitar el indulto». La defendió, asimismo, la Asociación Profesional de la Magistratura (APM), mayoritaria en la carrera judicial. Su presidente de entonces, el magistrado Santiago Martínez Vares, reconoció que, aunque la sentencia no sintonizaba con la mayoría de la sociedad, estaba «fundada». «En ocasiones, los jueces pueden no conectar con esa mayoría, pero en beneficio de la minoría a la que va dirigida ese texto judicial», añadió Martínez Vares. No vayan a creerse que este apoyo de la sentencia cordobesa fue una losa para la carrera profesional del presidente de la APM, que estuvo en el cargo desde 1997 hasta 2001. El magistrado, considerado conservador y avalado por una dilatada y solvente trayectoria en la carrera judicial, fue magistrado de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA) de 1989 a 2003, año en el que escaló a la Sala de lo Contencioso del Tribunal Supremo, donde se jubiló en 2012. No obstante, en junio de 2013 fue elegido magistrado del Tribunal Constitucional; allí forma parte del bloque conservador de la institución, en la que le deseamos una larga trayectoria.


			Cuando las críticas a la sentencia arreciaban sobre todo desde un único lado, el de los detractores, un hecho más contribuyó a la polémica. Se supo que quince meses antes del fallo, cuando Pepe había sido procesado, 600 de los 2.000 vecinos de la localidad en la que vivía la familia firmaron un escrito de apoyo al padre porque no le creían culpable de tal aberración paterno-filial. El alcalde confesó que conocía al condenado desde pequeño y que siempre había sido «una persona íntegra», trabajadora y luchadora. «Estoy harto de ver cómo se desvive por su hijo, por lo que me resulta extraño este suceso», añadió.


			En los momentos en que la polémica está servida por una resolución judicial, la mejor opción que ven algunos implicados en el proceso es agenciarse un hueco entre Pinto y Valdemoro, expresión que refleja una indecisión buscada a propósito. Para los que no estén familiarizados con el dicho, les recordamos que Pinto y Valdemoro son dos localidades del sur de la Comunidad de Madrid que están separadas por un arroyo. Se cuenta que el dicho nació cuando un borracho saltaba de una orilla a otra y decía que estaba en Pinto o en Valdemoro según el lado en el que se encontrara. Tanto tentó a su suerte, que cuando cayó al arroyo ya sólo pudo decir que estaba entre Pinto y Valdemoro. 


			Entre esas dos localidades es donde pareció encontrarse el entonces fiscal jefe de la Audiencia de Córdoba, Narciso Ariza, quien consideró razonables los argumentos de los jueces, a pesar de que en un principio se mostró contrario al indulto y reconoció que los hechos producían «repugnancia».


			 


			Sin indulto y a prisión


			 


			Cuando en el año 2000 escribimos Antología del disparate judicial, el caso estaba recurrido en el Supremo y, por tanto, al asunto le faltaban dos importantes decisiones: la del alto tribunal y la del indulto. El 15 de septiembre de ese año, el Supremo lo tuvo tan claro que rechazó de plano la admisión del recurso de casación. Lo despachó con un auto, del que fue ponente el magistrado Andrés Martínez Arrieta, y en sintonía con la opinión del fiscal.


			Al alegato de que se había vulnerado su derecho constitucional a la presunción de inocencia, el Supremo replicó que en el juicio existió una abundante prueba de cargo que descartó su versión de los hechos: el niño no se cayó encima del tapón del gel de baño. Además, se tuvo en cuenta la propia confesión del padre del menor al reconocer que se bañó con el niño, aunque ofreció una versión distinta a la apreciada por los peritos sobre el desgarramiento anal. Así que en su condena había hasta cinco elementos que le incriminaban: sus propias declaraciones, el informe del médico del pueblo que examinó por primera vez al menor, el informe del especialista del centro hospitalario al que acudió por orden del primer médico, y los informes de los psicólogos especializados en asistencia de menores y del médico forense.


			Tras esta decisión judicial, el Gobierno rechazó el indulto en el Consejo de Ministros del 2 de febrero de 2001 y el condenado tuvo que ingresar en prisión. Según consta en la cárcel de Córdoba, lo hizo de forma voluntaria a las 12.45 horas del 10 de mayo de ese año.


			Pepe (como ya saben, se trata de un nombre ficticio) pidió de nuevo al Supremo autorización para que se revisara su sentencia alegando que se habían producido nuevos hechos y elementos de prueba que evidenciaban su inocencia. En concreto, según reflejó el alto tribunal, se basó en dos pruebas periciales. La primera procedía de un especialista en medicina legal que llevó a cabo un peritaje de las lesiones anales del menor, y concluyó que no había quedado acreditado que «fueran producidas por el pene del acusado»; la segunda versaba sobre «las dimensiones del pene del acusado, en reposo y erección», y se alegaba que tenía un miembro viril pequeño e incapaz de generar los desgarros que se apreciaron en la víctima.


			Con estos dos documentos, el padre del menor volvió a demandar su absolución por considerarse inocente. Sin embargo, el Supremo no lo vio de esa forma. En el auto, fechado el 27 de diciembre de 2001, la sala sostuvo que el primer informe no hacía otra cosa sino corroborar «los informes periciales que obraron en el enjuiciamiento del médico forense y del Instituto Nacional de Toxicología» y sus contenidos fueron, pese a que el condenado manifestaba lo contrario, «similares en cuanto a la realidad de las lesiones». 


			A juicio del Supremo, dicho dictamen pericial médico no era sino «una contrapericia» que incidía «sobre el valor probatorio de las periciales obrantes en la causa para corroborar» sus contenidos, además de que pudo haberse propuesto antes con motivo de la celebración del juicio. No obstante, el alto tribunal opinó: «No evidencia la inocencia del acusado en cuanto a que en el mismo se coincide con las periciales practicadas en orden a la realidad de las lesiones y tan sólo afirman, como pretendido hecho nuevo, que las lesiones no permiten afirmar la naturaleza del instrumento que la ocasionó, conclusión a la que también llegaron los peritos, si bien éstos afirmaron que las mismas no eran compatibles con las manifestaciones dadas por el acusado sobre su etiología, extremo sobre el que la pericia presentada en la revisión no se pronuncia».


			En cuanto al tamaño del pene del acusado, ya fuera en reposo o en erección, el Supremo consideró que de ese informe no resultaba «ninguna inferencia contraria a lo que se declaró probado» en el juicio, ni suponía un hecho o un nuevo elemento de prueba que evidenciara la inocencia del padre. Así lo razonó el tribunal: «El segundo informe, una constatación sobre las dimensiones de los caracteres sexuales secundarios, tampoco puede ser incluido entre los nuevos elementos de prueba que evidencian la inocencia del acusado. En primer lugar, porque pudieron ser aportados al enjuiciamiento al tiempo de su celebración. Además, porque no evidencia la inocencia del acusado. El tamaño y la morfología del pene del acusado nada alteran el hecho declarado probado. Las alegaciones del solicitante sobre las dimensiones del plato de la ducha, donde se desarrolló la acción, envergadura del menor y morfología del pene, no pretende otra cosa que una revalorización de la prueba practicada que es cuestión ajena a la pretensión de revisión que se insta».


			Así que el Supremo cerró la puerta para revisar la sentencia en una decisión que adoptaron los magistrados Luis Román Puerta, Carlos Granados (nombrado, años más tarde, fiscal general del Estado) y Andrés Martínez-Arrieta.


			 


			Un micropene, el último recurso


			 


			El caso de «El padre que lo parió», que conmovió a la sociedad española al no entender una resolución judicial que resultaba increíble para la mayoría, se fue diluyendo en el tiempo. Su recuerdo quedaba para los anales judiciales y los estudios sobre la pederastia, si bien el acusado siguió reclamando la revisión de su caso. Lo hizo sin publicidad y las resoluciones nunca salieron a la luz hasta ahora.


			El acusado extinguió su condena en la cárcel de Córdoba. Sabemos que al poco de ingresar Pepe en prisión, su hijo, que había sido acogido en el domicilio de unos familiares en una localidad distinta a la que ocurrieron los hechos, volvió a pasar el fin de semana con su familia. Su proceso fue seguido muy de cerca por la Delegación de Asuntos Sociales de la Junta en Córdoba. La madre nunca había perdido el contacto con el niño.


			En 2012, más de diez años después de la condena, el padre que lo parió planteó ante el Supremo un recurso extraordinario de revisión, que también fue rechazado. Para ello contó con una nueva declaración de su hijo, ya mayor de edad, con objeto de demostrar que nunca abusó de él. Asimismo expuso otras circunstancias que, en su opinión, constituían sólidas razones para que la justicia admitiera de una vez por todas que él no había violado a su hijo en la ducha y que tampoco era una invención lo del tapón cilíndrico del bote de gel de baño. Pepe insistió en que tiene un micropene; este detalle, junto a su excesiva obesidad, le descartaban por completo para un episodio de abuso sexual por el que fue condenado a 7 años de prisión.


			En esta ocasión, el Supremo no dio un portazo al último recurso del condenado, sino que se mostró abierto a estudiar el asunto. Para ello, el 9 de marzo de 2012 pidió a la Audiencia de Córdoba la causa completa a fin de examinarla bien. Después analizó el asunto. En un auto del que fue ponente el magistrado Julián Artemio Sánchez Melgar, el Supremo resumía así los hechos:


			 


			El recurrente en revisión fue condenado por haber introducido el pene en el ano a su hijo…, a la sazón de cuatro años de edad, mientras se duchaban juntos. Se barajó la posibilidad de que el menor pudiera haberse resbalado mientras se encontraba en la ducha, e introducirse accidentalmente el tapón cilíndrico de un gel de baño. Es un hecho probado que fue llevado al médico por sus padres, ante la aparición de lesiones anales sangrantes, y éste, ante las dudas que le suscitaba la etiología de tales lesiones, lo derivó al Hospital Reina Sofía de Córdoba, denunciando el hecho dicho centro médico, al constatar la evidencia de la lesión y las sospechas que sostenían los especialistas acerca de la versión ofrecida por el padre y la madre del menor, acreditándose, sin embargo, que en dicho tapón existían restos de heces.


			 


			El recurso extraordinario de revisión de Pepe proponía la existencia de hechos nuevos para revisar la causa. Uno de ellos era una declaración ante notario del hijo al cumplir la mayoría de edad en la que aseguraba recordar perfectamente los hechos: su lesión fue «fruto de un accidente» y su padre nunca le agredió sexualmente. El segundo cartucho era un nuevo informe médico que acreditaba la obesidad mórbida que padece el condenado y la constatación de su micropene, lo que le hubiera impedido cometer una violación en la ducha. Entre otros medios de prueba, propuso también un informe del Instituto Nacional de Toxicología que concluía que no se había hallado semen «en las tomas rectales del menor, ni en el bote de champú», pero «sí de formas compatibles con restos fecales en la muestra recogida del bote» de gel. Aportó, además, otro informe médico fechado en Córdoba el 12 de enero de 2012, según el cual las lesiones del menor no se correspondían con una penetración anal.


			El Supremo le negó la razón, por tercera vez ya, y confirmó su condena. Así razonó su última resolución sobre el caso:


			 


			De los elementos nuevos que se han hecho mención, las manifestaciones del entonces menor, ahora ratificadas tras su mayoría de edad, constaban ya en la causa, mediante la exploración judicial a la que ya hemos hecho referencia, habiendo sido renunciada su prueba, tanto por la acusación como por la defensa. No es, pues, un hecho nuevo, y en todo caso, debió practicarse en la instancia, no renunciando a que el menor compareciera al juicio oral. Y en cuanto al informe pericial aportado, aunque ciertamente concluye que las lesiones no se corresponden con una penetración anal, lo cual no es del todo acertado, pues penetración existió, discutiéndose cuál fue el miembro o el objeto que penetró, también lo es que, consta en la causa, como prueba practicada en el juicio oral, un informe médico que asevera lo contrario, por lo que igualmente pudo practicarse una pericial de parte, que no se hizo, y la obesidad y el micropene que se alegan como la causa de la revisión, ya existían en el momento del enjuiciamiento de los hechos, por lo que no constituyen nuevos elementos de prueba, y mucho menos, evidencian la inocencia del condenado.


			 


			El caso de «El padre que lo parió» es ya también un caso cerrado. La justicia resolvió que se trataba de un abuso sexual y nosotros no lo ponemos en duda. Se trató de un episodio del peor abuso sexual que se puede dar (todos malos, claro): el que tiene lugar en el seno de la familia, entre padres e hijos. Revolvimos en el asunto por la polémica que generó la sentencia, no por la condena justificada, sino porque dudamos de que la petición de indulto total del condenado por su buena conducta fuera la mejor opción. En este punto, con todos los respetos, derrotamos a los magistrados que la dictaron y la justificaron. Al final, el padre que lo parió cumplió su pena y no fue indultado. Una buena noticia para quienes creemos en la Justicia y, a veces, en las decisiones del Consejo de Ministros.


			 


			 


			
¡NIÑO, DEJA YA DE JODER CON LA PELOTA!


			 


			Si Tinguaro, el hombre que protagoniza nuestro siguiente caso, hubiera escuchado más a Serrat, seguro que se hubiera ahorrado algún disgusto. Porque si hubiera gritado: «¡Niño, deja ya de joder con la pelota!», como en la canción del cantautor universal, se habría evitado una condena por agresión sexual. Y es que el otro grito que eligió para expresar su cabreo con el menor fue malinterpretado por un tribunal de Las Palmas al entender que cuando Tinguaro le gritaba al niño: «¡Te voy a dar por el culo!», su intención era inequívocamente sexual: cumplir su amenaza de la forma más literal posible. Menos mal que el Supremo corrigió el error y advirtió que la frase encerraba una expresión en sentido figurado. Un equívoco que le había supuesto 6 años más de cárcel. Aunque nuestro protagonista pagó su mal carácter con otra condena distinta.


			Muy fuera de sí debía de estar ese día Tinguaro para reaccionar como reaccionó contra dos muchachos de quince años que jugaban al balón a las cinco de la tarde en la plaza de la iglesia de San Ginés, en Arrecife de Lanzarote, la capital de la cenicienta isla de los volcanes. Es verdad que era sábado y festividad del 12 de octubre nada menos, pero mucho debieron de molestarle los chutes y balonazos de los dos chavales por cómo puso fin al encuentro futbolístico. 


			Corría el año 1996. Tinguaro, que trabajaba para la iglesia ayudando al sacerdote, gritó a uno de ellos: «¡Hijo de puta, que te mato!»; esta amenaza hizo que el chico pusiera pies en polvorosa, aunque al otro menor sí logró cazarlo. Tras colocarle una navaja debajo de la axila y sujetarle firmemente por un brazo, le obligó por la fuerza a recorrer varias calles y callejones desiertos en dirección a su casa. Por el camino, según la sentencia, «le repetía varias veces: “¡Te voy a dar por el culo!, sin que llevara a cabo la acción» porque el muchacho consiguió escapar cuando Tinguaro lo soltó del brazo para sacar la llave y abrir la puerta de su domicilio. El episodio duró quince minutos.


			En el juicio celebrado en 1999 por delitos de detención ilegal y de agresión sexual, Tinguaro aseguró que únicamente se limitó a recriminar a los niños «para que dejaran de jugar al balón en la plaza de la iglesia porque le habían dado un balonazo a una de las puertas del templo y molestaban ya que iban a celebrarse dos bodas». Pero en la vista, el párroco de la iglesia no pudo recordar si esa festividad de la Virgen del Pilar se celebraron enlaces o no, aunque de haberlo hecho, la sala estimó que dicha alegación tampoco serviría para exculparle porque carecía de «relación lógica y proporcionada el juego de los niños y la reacción que tal juego infantil le provocó».


			Un psiquiatra que había tratado a Tinguaro desde 1981 hasta 1999 manifestó que el acusado padecía «trastornos de la personalidad paranoides», pero que era capaz «de controlar su conducta y de distinguir lo bueno y lo malo». Y coincidió con el médico forense de Arrecife en que su imputabilidad era plena, o sea, que podía ser condenado porque sabía lo que hacía.


			La Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Las Palmas (integrada por los magistrados Nicolás Martí Sánchez, Pilar Parejo Pablos y Luis Piñana Darias) no dudó de que los hechos probados configuraban un delito de detención ilegal y otro de tentativa de agresión sexual. Sobre este segundo delito, el tribunal razonó que la prueba practicada en el juicio lo evidenciaba.


			«Carece de cualquier otra explicación el que lo condujera por la fuerza, a través de calles y callejones, desde el lugar donde lo prendió —plaza de la iglesia de San Ginés— hasta donde llegó con él (domicilio), sólo como escarmiento por las molestias que causaba a la puerta del templo parroquial», afirmaba la sentencia. Tampoco coincidía su versión de que se iban a celebrar dos bodas cuando, en lugar de quedarse a ayudar en la iglesia, abandonó el lugar con uno de los menores en dirección a su casa.


			El tribunal estimó que, cuando por el camino Tinguaro dijo al muchacho más de una vez la frase «Te voy a dar por el culo», su intención era ésa claramente. El tribunal certificó dicho objetivo porque no había apreciado «la concurrencia de circunstancia alguna indicativa de que se tratara sólo de una expresión no reveladora de una intención coincidente con su significado literal». La Audiencia de Las Palmas estimó que el hecho de que el acusado «no hubiera efectuado aún tocamientos libidinosos» al chaval no permitía «por sí solo concluir que no tuviera el propósito de llevar a cabo la acción que, insistentemente, le anunciaba mientras lo conducía por la fuerza hasta su casa».


			En consecuencia, el tribunal canarión condenó a Tinguaro a 5 años de prisión como autor de un delito de detención ilegal y a otros 6 años de cárcel por un delito de agresión sexual en grado de tentativa.


			Cuando la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo examinó el asunto, en noviembre de 2001, a raíz del recurso de casación interpuesto por el acusado, el alto tribunal encontró otra explicación a la expresión de Tinguaro que no encerraba ningún deseo ni actividad sexual, y menos propia, por tanto, de un delito de abusos: «dar por culo» equivalía, en ese contexto, a fastidiar más que a sodomizar.


			En primer lugar, razonó el alto tribunal que pese a tener a su merced al muchacho, mediante la fuerza física y psíquica, Tinguaro «no realizó ningún comportamiento de índole de connotación sexual, lo que en unos quince minutos de deambulación por calles desiertas, bien hubiera podido realizar, aunque fuera en términos de aproximación o anticipo».


			El Supremo entendió que el único dato en el que la Audiencia de Las Palmas se apoyaba para inferir «el ánimo lúbrico del acusado es el que reiteradamente dijera a la víctima: “Te voy a dar por el culo”». «Pero esta expresión —según el alto tribunal— es conocidamente equívoca: junto con su significado netamente sexual, tiene un uso figurado (en realidad mucho más frecuente en el lenguaje vulgar) equivalente al de “molestar, fastidiar, incomodar, maltratar, perturbar…”. Este segundo uso no permite descartar que el anuncio hecho a la víctima viniera referido exclusivamente a molestias o perturbaciones sin connotación sexual como golpes, malos tratos, encierro… para los que también se buscaba la clandestinidad y mayor facilidad que podía ofrecer el propio domicilio del autor.»


			El magistrado Eduardo Móner Muñoz, ponente de la sentencia, razonaba en la resolución del Supremo que la inferencia o juicio de valor del tribunal de Las Palmas incidía «en una cierta arbitrariedad en tanto no viene apoyada por la ciencia, la experiencia y el estricto método lógico». Pero, además, el alto tribunal sostuvo que, aun admitiendo la existencia del propósito de sodomizar al muchacho, los hechos descritos en ningún momento integraban la tentativa de agresión sexual por la que se le había condenado. Y lo explicó con otro ejemplo jurídico claro como el agua: trasladar a una persona a un lugar apartado y seguro mientras se le anuncia que va a morir asesinado no sería tentativa de homicidio, sino detención ilegal y amenazas.


			Finalmente, el acusado fue absuelto del delito de agresión sexual. Así que, Tinguaro, si otra vez tienes problemas con el fútbol en la plaza de la iglesia de San Ginés, recuerda la canción Esos locos bajitos y te evitarás problemas añadidos a los que te gasta ese mal carácter que tienes. Ya lo dijo Serrat:


			 


			Niño, deja ya de joder con la pelota. 


			Niño, que eso no se dice, 


			que eso no se hace, 


			que eso no se toca.


			 


			 


			
UNA CHICA FÁCIL Y PROCLIVE AL SEXO



			 


			Sí, está leyendo bien el lector, no se asombre del título de este epígrafe. No es que lo digamos nosotros, qué va; es lo que afirmaba la sentencia que absolvió a tres jóvenes acusados de agredir sexualmente a una joven de catorce años. «Era una chica fácil» y «proclive a la promiscuidad sexual», además de «receptiva a las relaciones sexuales», argumentaron los sesudos magistrados del tribunal para sostener su decisión. 


			Dicen que el hombre es el único animal que tropieza dos veces en la misma piedra. Eso es lo que debió de ocurrirle al ponente de la sentencia, Antonio Puebla Povedano, magistrado que formó parte de la sala que emitió la famosa resolución que acaba usted de leer unas pocas páginas atrás: la que suspendió la pena de ingreso en prisión y pidió el indulto para un padre que violó a su hijo de cuatro años en la ducha. La sentencia se dictó también el mismo año de 1999, la peor cosecha —que sepamos— de las cepas judiciales cordobesas.


			El caso ocurrió en el año 1996 en la provincia de Córdoba. Virginia, de catorce años, fue la víctima y los tres acusados eran tres jóvenes adolescentes. La causa se abrió por la denuncia que presentó el médico que atendió a la joven tras acudir a su consulta al creer que se había quedado embarazada. Sospechó de las lesiones que presentaba y acertó. Los acusados fueron procesados y llevados a juicio. El fiscal reclamó para ellos una condena por tres delitos de agresión sexual, aunque tuvo en cuenta que dos de los presuntos autores eran menores de edad. Así, para el acusado ya mayor de edad le pidió un total de 16 años por su participación en dos de los delitos, mientras que para uno de los menores le reclamó 15 años por intervenir en los tres, y para el segundo menor, 5 años por estar implicado en uno solo.


			Vayamos primero a los hechos que el tribunal consideró probados. Salvo error en la apreciación de la prueba, los hechos probados son inamovibles y nunca el Tribunal Supremo puede modificarlos.


			 


			Hechos probados


			 


			El tribunal consideró probados los siguientes hechos:


			 


			El viernes día 19-1-96, la joven Virginia, que a la sazón contaba 14 años de edad, pues nació el día 30-5-81, salió de su domicilio sito en la localidad de Fuente-Carreteros con dirección a la vecina población de Fuente-Palmera con la idea de pasar un rato en la discoteca de dicha localidad. Previamente a tomar el autobús que, en unión de otros jóvenes, debería trasladarla al indicado destino, cambió su vestimenta por otra más moderna y llamativa que la que originariamente vestía cuando salió del domicilio de sus abuelos, con los que convivía ya que sus padres, con quienes mantenía una relación muy deteriorada, se encontraban trabajando en otro pueblo distinto en la recolección de la aceituna. Inicialmente la citada joven tenía el propósito de regresar a su pueblo en el vehículo de los padres de una amiga que habían quedado en ir a recogerlas a las 23.30 horas; pero llegada dicha hora, Virginia decidió quedarse pues lo estaba pasando muy bien, pensando en que podría regresar en un autobús sobre las 2.00 de la madrugada.


			Una vez llegada a la indicada discoteca, muy frecuentada por los jóvenes de los contornos, y tras permanecer un rato en un reservado con un tal Gonzalo, conoció a uno de los procesados llamado Luis Miguel, nacido el 10-11-79, con quien estuvo charlando un rato. Dicho joven le presentó a un amigo, quien al parecer fue del agrado de la mencionada chica, hasta el punto de que éste, el también procesado Daniel, nacido el 23-10-78, la invitó a que salieran al exterior de la discoteca, y en un jardín próximo a la misma comenzaron a realizar el acto sexual con plena aquiescencia de la aludida Virginia, mas como quiera que en dicho jardín se hallaban incómodos, decidieron cambiar de lugar sin llegar a consumar el iniciado acto sexual.


			A tal efecto el procesado Daniel, en unión de la joven, se dirigió al interior de la discoteca y pidió a su amigo, el también procesado Octavio, mayor de edad, las llaves de su furgoneta, dirigiéndose Daniel y Virginia a una calle sin salida existente detrás del aludido local y en el asiento posterior del vehículo reanudaron la relación sexual sin que por parte de la joven existiese ningún tipo de oposición.


			Cuando aún no habían terminado la relación carnal, acudió al lugar donde estaban Luis Miguel, ya que su amigo le había indicado dónde se hallaban. Dicho joven se introdujo en el mismo asiento trasero de la furgoneta con la intención de mantener una relación sexual con la joven, la cual (que se hallaba desnuda en la mitad inferior de su cuerpo) se sentó sobre el cuerpo de Luis Miguel, quien era la primera vez que mantenía una relación sexual, consiguiendo introducir parte del pene sin conseguir una erección completa debido a su inexperiencia y a que se hallaba bebido. Por tanto, no llegó a consumarse esta segunda relación sexual y no consta que en estas dos ocasiones la citada joven fuese en modo alguno violentada ni que se ejerciera sobre ella ninguna presión psíquica.


			La joven manifestaba a sus acompañantes el deseo de que la llevasen a su casa, por lo que éstos recogieron al tercer procesado, Octavio, en la puerta de la discoteca y se dirigieron los cuatro en el mismo vehículo a un pub de La Carlota donde se quedó Luis Miguel, siguiendo los restantes su marcha hasta la casa de la joven. Los dos procesados Daniel y Octavio eran conscientes de las facilidades que a uno de ellos le había dado Virginia y de que era una chica fácil para el acceso carnal con ella, por lo que trataron de aprovechar esta circunstancia y no se dirigieron hacia su punto de destino pretendido por la chica, sino que optaron por dirigirse a Palma del Río, donde tomaron unas copas en una discoteca aunque antes de llegar a dicha localidad, y en el asiento trasero del vehículo, Daniel realizó con ella el acto sexual completo, sin que conste que hubiese resistencia por parte de la joven, quien accedió a la consumación del coito mediatizada por la presencia de los dos muchachos, por lo avanzado de la noche, y acuciada por el persistente deseo de regresar a casa, todo lo cual había creado un ambiente que condicionó su voluntaria entrega.


			Al regresar de la antedicha localidad, los procesados detuvieron la furgoneta en un lugar solitario con el propósito de que fuese ahora Octavio quien tuviese con Virginia un nuevo yacimiento. La chica, que en principio no quería, salió del vehículo pero fue convencida e incluso agarrada de una muñeca para que regresara al mismo, y ante los deseos sexuales insistentes de Octavio accedió a tal pretensión con tal de que tuviese lugar en el corto trayecto comprendido entre el indicado y solitario lugar y su domicilio, como así ocurrió, efectuando una relación sexual completa y dejándola seguidamente en la puerta de la casa de sus abuelos.


			Al día siguiente de los hechos referidos Virginia contó a una de sus amigas que la noche anterior había estado con un «tío muy bueno». Jugó un partido de baloncesto y por la noche volvió a la discoteca, aunque atemorizada por la posibilidad de haber quedado embarazada, acudió el lunes 22 del mismo mes y año a la consulta de la Doctora Marta, quien le apreció sufusión hemorrágica en cara lateral derecha del cuello de quince milímetros de longitud y 7 de anchura ocasionada por un beso o mordisco que le propinó Daniel; presentaba igualmente erosiones epicardio lateral externo del húmero y equimosis en tercio medio de la cara lateral izquierda de pierna izquierda, herida que se produjo cuando salió de la furgoneta y cuando fue agarrada por los dos procesados para que volviera a la furgoneta. Asimismo fue tratada por la Unidad de Salud Mental del Hospital Reina Sofía en fecha 21-5-96, donde se le apreció trastorno de estrés postraumático, observando un cuadro de ansiedad, depresión y desvaloración del self, inducción suicida e insomnio. Fue dada de alta a los dos días sin que conste ningún tipo de secuelas.


			 


			Fundamentos de Derecho


			 


			Para acometer la resolución del caso, la sala entró a considerar que el delito de agresión sexual por el que se acusaba a los tres procesados se caracteriza «por la realización del acto sexual mediante violencia o intimidación». Descartada de entrada la violencia, el debate entre los magistrados se centró en la existencia de la intimidación para calificar el delito, tal y como sostenía el Ministerio Fiscal y mantuvo la víctima en su amplia declaración prestada durante el juicio y a lo largo de toda la instrucción sumarial. 


			Tras exponer que en el Derecho Penal no existe un concepto específico de intimidación, se acude siempre a la doctrina del Tribunal Supremo que ha definido la intimidación como «inspirar un temor racional y fundado de sufrir un mal inminente y grave en su persona o bienes de su cónyuge, ascendientes o descendientes». En definitiva, afirmaba el tribunal, sólo puede hablarse de intimidación «cuando la víctima es obligada al acto carnal mediante amenazas o situaciones equivalentes capaces de producir en ella una coacción psíquica que alcance a desviar y vencer su voluntad, pues no puede olvidarse que el bien jurídico que se protege es el derecho de toda persona a disponer libremente de su cuerpo». Pero, además, la jurisprudencia venía exigiendo una resistencia por parte de la víctima, «si bien es verdad que no se le pueden demandar actitudes heroicas, debiendo entenderse por resistencia el obstáculo físico, el rechazo material que la víctima opone al yacimiento, actitud que debe ser seria, mantenida y constante».


			Pero la sala, al conectar la jurisprudencia con las circunstancias del caso, concluyó que en él no hubo intimidación y, por tanto, quedaba descartada la agresión sexual. Con respecto al elemento intimidatorio, a lo largo del juicio quedó patente, según la sentencia, que «el mal con el que se le amenaza a la presunta víctima era que no la llevarían a su casa en el coche de Octavio». Así lo declaró también Virginia al juez instructor, «aunque en el acto del juicio deslizó la sutileza de que lo que ella entendió fue que no volvería a su casa», equiparando su situación a lo ocurrido en Alcácer con las niñas Miriam, Toñi y Desirée, que fueron violadas, torturadas y asesinadas en 1992 tras hacer autoestop para acudir a una discoteca de la cercana población de Picassent.


			Sin embargo, el tribunal obtuvo la convicción de que «la única actitud de los procesados pretendidamente intimidatoria era la que la propia ofendida reconoció en el Juzgado: que no la llevarían a su casa, lo que además no era cierto, pues en definitiva acabaron llevándola hasta Fuente-Carreteros». A continuación, los magistrados razonaron que la intimidación, a diferencia de la fuerza física, pertenece al terreno de lo subjetivo, pues «se trata de una coacción psíquica y la misma hay que inducirla de todos los factores y circunstancias concurrentes».


			Y así, de esta forma, los magistrados colaron una opinión polémica: «[…] que la joven en cuestión, pese a su corta edad, era proclive a la promiscuidad sexual, receptiva a las relaciones sexuales». Vaya frasecita, sin duda, para una sentencia por una agresión contra la libertad sexual.


			También dedujeron «que si realmente quería marcharse a su casa pudo hacerlo, o bien en el coche del padre de su amiga, bien en el autobús o en cualquier otro medio de transporte del que indudablemente pudo disponer, lo que descartó, pues según sus propias manifestaciones lo estaba pasando muy bien con los procesados, a uno de los cuales calificó al día siguiente de “tío bueno”».


			Asimismo, el tribunal cordobés tuvo en cuenta que con los jóvenes visitó «distintos establecimientos en que había gente conocida e incluso guardias jurados, por lo que dispuso de muchas oportunidades de manifestar su deseo de regresar a casa y, lo que es más importante, comunicar a alguien las pretendidas agresiones sexuales, de las que según ella estaba siendo víctima». «Pero tampoco adoptó esta lógica determinación, todo lo cual revela que Virginia había optado por permanecer con sus acompañantes.»


			Por todo ello, la sala concluyó que «no existió nunca intimidación puesto que el mal amenazado no tuvo entidad suficiente para vencer su voluntad y ese mal, incluso en el caso de que subjetivamente fuese considerado como tal por la aludida joven, no reunía los caracteres de actual e inminente y ni siquiera es suficiente para generar temor, desconcierto o incertidumbre».


			En consecuencia, el tribunal observaba que faltaba el elemento típico para calificar el delito de agresión sexual y que no aparecía «en toda la secuencia de actos lúbricos». En el primero de ellos tuvo lugar la relación sexual con el procesado Daniel, «a la que Virginia prestó su total asentimiento conforme paladinamente reconoció en el acto del juicio, aunque dicha relación tuviese lugar en dos secuencias diferentes, una en el césped de la discoteca y otra en el interior del vehículo».


			Y en ese vehículo tuvo lugar otra relación con Luis Miguel, «que accedió al mismo cuando allí se encontraban Daniel y Virginia, la cual se sentó sobre el cuerpo del joven también de manera voluntaria aunque no llegaron a realizar el coito debido a la inexperiencia del joven y a que se encontraba bebido». 


			«En ningún momento —añadía la sentencia— se habló en esta ocasión de traslado a su casa, y esa voluntariedad hay que deducirla de las declaraciones escritas de la víctima cuando afirma que “con él no lo hice del todo pues el colega era virgen y no podía y así estuvimos dos o tres veces”, es decir, que reconoce que hubo dos intentos de penetración, todos ellos frustrados, y realmente es muy difícil aceptar esa reiteración si no es con el consentimiento de ella».


			 


			Fallo


			 


			Pese a todo lo expuesto, la Audiencia de Córdoba no se limitó a absolver a los acusados. Menos mal. Al final los condenó, pero no por agresión sexual, sino por un delito de abuso sexual, que, claro está, conllevaba una pena bastante inferior a la de aquél. Los magistrados reconocieron que existió un abuso de superioridad por parte de los jóvenes al ser conscientes de su ventaja física y numérica frente a la chica, circunstancias que aprovecharon para mantener relaciones sexuales con ella pese a que su libertad «estaba mermada». Al final uno de los tres acusados fue absuelto de todos los delitos y los otros dos, condenados a una pena de 1 año de prisión y al pago de una indemnización de 200.000 pesetas (1.202 euros) a la menor, que además no abonaron al declararse la insolvencia de los acusados.


			El fallo fue recurrido al Tribunal Supremo, que dictó sentencia el 19 de diciembre de 2001. El alto tribunal no cambió la calificación de los hechos al no poder modificarlos por su carácter de probados, pero aumentó la pena a dos de los acusados. La defensa de la joven había elevado el caso al Supremo, reclamando que los menores fueran condenados por agresión sexual y no por abusos.


			La sentencia, de la que fue ponente Carlos Granados Pérez, que había sido fiscal general del Estado durante el Gobierno de Felipe González, supuso una corrección al tribunal sentenciador, aunque en la medida de sus posibilidades.


			De los hechos considerados probados en la sentencia de Córdoba, según el Supremo, no se apreciaban los elementos que caracterizan un delito de agresión sexual en cuanto exige, además de la ausencia de consentimiento, la concurrencia de violencia o intimidación. En cambio aceptó la tesis de que los dos condenados, aparte de un delito de abuso sexual, también eran responsables de otro delito de la misma naturaleza, pero por cooperación necesaria, lo que supuso añadir a uno de ellos la pena de 1 año más de prisión y al otro 7 meses, debido a su minoría de edad. La indemnización cambió, asimismo, de las 200.000 pesetas iniciales a 1.230.000 pesetas (7.392 euros). El Supremo pasó de puntillas por la frase en que se calificaba a la víctima de chica fácil. Como dijo Sancho, «mejor no menear el arroz, aunque se pegue». Es decir, mejor no meneallo.


			 


			 


			
UNA CUESTIÓN DE FORMAS 



			 


			La siguiente historia se centrará en las formas. Pero no serán las formas voluptuosas del cuerpo femenino (como las que, en este caso, fueron objeto de deseo por parte de un jefe inclinado al toqueteo). Tampoco se trata de las buenas formas o buenas maneras (las que no guardó con sus empleadas el farmacéutico indeseable que protagoniza este caso). No. Cuando hablamos de formas nos referimos a las que debe guardar el Derecho. Porque fue una cuestión formal la que llevó a la Audiencia Provincial de Madrid —concretamente a su Sección Sexta— a una sentencia que, como suele decirse, tiene tela. 


			El citado tribunal absolvió del delito de acoso sexual a un farmacéutico de Alcalá de Henares al considerar que tocar las nalgas, besar y acariciar las piernas de sus empleadas sin el consentimiento de éstas, mientras les proponía tener una «relación sentimental», no podía constituir un delito de acoso sexual.


			¿Cómo pudo un tribunal considerar probado que aquel ejemplar de pulpo masculino solía rozar su cuerpo con el de las empleadas de su farmacia de Alcalá de Henares, proponerles compartir siesta en un hotel y besarlas sin que lo desearan y, no obstante, anular la condena por acoso sexual que le había impuesto un juzgado madrileño? 


			La Audiencia de Madrid explicó el disparate señalando que el farmacéutico no debió ser acusado de un delito de acoso sino de abusos sexuales, un delito por el cual, sin embargo, no era posible condenarle… pues no había sido acusado del mismo. Muchos, al leer aquellas razones, consideraron confusa o insuficiente semejante argumentación. En todo caso, valieran o no aquellas razones, lo único indudable es que el pulpo se libró de la condena. 


			Inicialmente, al farmacéutico se lo consideró culpable de dos delitos de acoso sexual; el juzgado le había impuesto pocos meses de cárcel al haberle aplicado las atenuantes de dilaciones indebidas y reparación del daño causado. Pero, además, la sentencia anulada incluía dos indemnizaciones de algo más de 11.000 euros cada una para las dos empleadas que fueron víctimas del acoso/abuso sexual, dinero que se ahorró el farmacéutico al recurrir contra la condena inicial ante la Audiencia de Madrid, que, como decimos, la anuló.


			La sentencia absolutoria, aprobada por unanimidad por los tres magistrados de la Sección Sexta (Francisco Jesús Serrano, José Manuel Fernández-Prieto y Julián Abad), consideraba probado que desde el año 1997, y «con objeto de satisfacer sus deseos libidinosos», Ramón G. N. «comenzó a presionar de forma velada pero continua a una de sus empleadas para que accediese a mantener una relación sentimental con él, dirigiéndole expresiones como “eres la mujer de mi vida” o “eres mi media naranja”, o manifestándole que estaba dispuesto a dejar a su mujer para irse con ella a un lugar apartado y montar una farmacia juntos. Asimismo, en un día no determinado y aprovechando un descuido, el acusado le dio un beso en los labios. Igualmente y con motivo de los ocasionales desplazamientos en coche que realizaron por motivos laborales, le acariciaba la pierna o el pelo, todo ello sin contar con el consentimiento de la trabajadora. Por último y con la excusa de atender a los clientes de la farmacia, rozaba intencionadamente su cuerpo con el de ella». 


			«Como consecuencia de estos episodios, la víctima sufrió una depresión que tardó 155 días en curar, hallándose impedida durante este tiempo para desarrollar sus actividades habituales y quedándole como secuela un trastorno depresivo con crisis de ansiedad concomitante.»


			Además, a partir de mayo de 2002 el dueño de la farmacia repitió su conducta con otra de sus empleadas, a quien entregó varias cartas y poemas de contenido amoroso y erótico en las que le dirigía las siguientes expresiones: «Se produce en este loco desvarío amoroso un sentimiento de angustia por su ausencia, porque invade mis neuronas y las aniquila para lo demás que no sea la utilización de toda mi energía dirigida hacia tu recuerdo permanente. Estás reinando en mi intelecto y, por lo tanto, te has hecho dueña de mis resortes más íntimos», o «sueño con el roce de tu piel, con su color, con el perfume que exhala, con esa levedad de tu ser que me emociona». En una ocasión, el farmacéutico «llegó a dar dos palmadas en las nalgas y un beso en la oreja» a la trabajadora, a quien propuso «que fueran a hacer la siesta a un hotel cercano». 


			Esta segunda víctima sufrió también «una depresión que tardó 156 días en curar, hallándose impedida durante ese tiempo para desarrollar sus actividades habituales y quedándole como secuela un trastorno de estrés postraumático y depresión reactiva».


			«Dar palmadas en las nalgas, dar un beso en la oreja, abrazar, dar un beso en los labios, acariciar la pierna o el pelo no implican la proposición de ninguna relación sexual, sino que suponen la realización de actos de contenido sexual», juzgaron los magistrados; con ello mostraban un criterio que muchos consideraron excesivamente formalista, pues incluso aceptando que cabía una condena por abusos, no parecería menos cierto que las proposiciones hechas desde una situación de superioridad no dejaban mucho margen como para no considerarlas acoso.


			La absolución resultaba difícil de explicar, y tanto fue así que, a la vista del pequeño escándalo con el que diversos medios de comunicación acogieron la sentencia, la Audiencia Provincial se sintió en la necesidad de salir al paso, al día siguiente de que fuera divulgado su fallo, con una nota aclaratoria. En ella, el tribunal pretendía destacar que su sentencia no minusvaloraba la gravedad de la conducta del farmacéutico, sino al contrario: sus actos constituyeron conductas sexuales impuestas por vías de hecho a quien las sufrió, pero no suponen una proposición de tales actos sexuales (lo que conduciría al acoso sexual), sino que «podrían constituir el supuesto fáctico de una condena por delitos de abusos sexuales». 


			Dicho de otro modo, la Sala señalaba que, si por ellos hubiera sido, habrían condenado al farmacéutico «por un delito más grave contra la libertad sexual de las mujeres afectadas por tales hechos, como era el delito de abuso sexual»; sin embargo no podían hacerlo porque no se había formulado «esa acusación en la causa». Quede para el lector el juicio sobre el asunto, pues tal vez la Audiencia pecó de formalismo o, tal vez, su explicación no minimizó el disparate que nos ocupa pero sí apuntó hacia otro posible responsable: el fiscal que infravaloró la gravedad de los actos cometidos por el acusado.


			 


			 


			
EL OBISPO DE LOS GAIS



			 


			«Doctores tiene la Iglesia», decía el Catecismo del padre Astete, el jesuita salmantino del siglo XVI que pasó a la historia por la fama de su obra. No aspiramos con nuestro humilde libro a superar las 600 ediciones de su obra, ni tampoco que se traduzca a todas las lenguas europeas como lo consiguió él, pero sí nos parece bueno dejar constancia de que la expresión que debemos al religioso, en el sentido de dejar a la consideración de los expertos en la materia las cuestiones difíciles de explicar, se puede referir también al obispo de Alcalá de Henares, José Antonio Reig Pla. ¿O no?


			¿Y qué hacemos hablando de un obispo en la nueva antología del disparate judicial? Pues eso, hablar de una sentencia —no del gusto de todos— que tuvo que dictar un tribunal sobre la opinión que el prelado coló en una de sus homilías en la que mezcló ideas respecto a la homosexualidad, la corrupción de menores y la prostitución, y que le valieron una sonora pitada de diversos colectivos sociales. Que a continuación arremetiera contra el aborto ya era lo de menos, debió de pensar el mitrado. La homilía del obispo Reig Pla quizá hubiera pasado inadvertida de haberse limitado a los oídos de los parroquianos que acudieron a misa ese festivo. El problema fue que ese mensaje se difundió en directo por televisión. Y se armó la de Dios es Cristo, nunca mejor dicho.


			Pero antes de desgranar el asunto, vayamos a las palabras del obispo. ¿Qué dijo, pues, que tanto indignó a la parroquia que no fue a misa? Situemos el acontecimiento: 12 de abril de 2012. Viernes Santo. Catedral de Alcalá de Henares, Madrid. Monseñor Pla en la homilía:


			 


			Quisiera decir una palabra a aquellas personas llevadas por tantas ideologías que acaban por no orientar bien lo que es la sexualidad humana. Piensan ya desde niños que tienen atracción hacia las personas de su mismo sexo y, a veces, para comprobarlo se corrompen y se prostituyen o van a clubs de hombres nocturnos. Os aseguro que encuentran el infierno. ¿Vosotros pensáis que Dios es indiferente ante el sufrimiento de todos estos niños…, algunos de ellos incluso abusados dentro de sus propias familias?


			 


			El mensaje del obispo corrió como un tuit entre cientos y cientos de personas que lo interpretaron como una agresión a su opción sexual. Algunos opinaron que estaba comparando la homosexualidad con la prostitución y la corrupción de menores, y tildaron de homófobas las palabras del prelado superior de Alcalá. Aunque la Iglesia y asociaciones cristianas defendieron a monseñor Reig Pla, la homilía fue tan polémica e hirió tantas susceptibilidades que acabó en los tribunales. Los colectivos gais reclamaron de la Fiscalía que actuase contra el obispo, algo que pocas veces se ha visto, para ser sinceros. Incluso un abogado de Murcia llamado José Luis Mazón, fundador del partido Soberanía y conocido promotor de un rosario de querellas contra todas las corruptelas o similares de este país, interpretó de sus palabras que los niños homosexuales se corrompen por sentir atracción hacia personas de su mismo sexo y que a veces se prostituyen y que incluso son sometidos a abusos dentro de sus propias familias. Por este motivo se querelló contra el obispo.


			 


			Una palabra detrás de otra


			 


			La 2 de Radiotelevisión Española (RTVE) retransmite la misa del Viernes Santo. La iglesia elegida para la ocasión es la catedral alcalaína. Está llena. A su vez, varios miles de personas siguen el oficio por televisión. La homilía es el momento de la liturgia en el que brillan los buenos oradores de la Iglesia católica. El obispo es un religioso bregado en la polémica y desenfunda un discurso en el que arremete contra la homosexualidad y el aborto. «Quisiera decir una palabra…», asegura, pero es una figura retórica, sin duda. Dice más de un palabra: «Quisiera decir una palabra a aquellas personas llevadas por tantas ideologías que acaban por no orientar bien lo que es la sexualidad humana. Piensan ya desde niños que tienen atracción hacia las personas de su mismo sexo y, a veces, para comprobarlo se corrompen y se prostituyen o van a clubs de hombres nocturnos».


			Es la forma que Reig Pla elige para hablar de la «malicia del pecado». Poco antes ha arremetido contra el aborto, contra los jóvenes que hacen botellón, contra los adúlteros y contra los homosexuales. Su mensaje corre como la pólvora. Es Viernes Santo, un día en que el país suele estar parado. No hay ni periódicos. Pero la homilía del obispo alcalaíno incendia muchos sentimientos. Ese mismo día, la Confederación Española de Asociaciones de Lesbianas, Gais, Bisexuales y Transexuales (Colegas) reclama «respeto a la dignidad de los homosexuales» ante lo que considera «exaltaciones homófobas» del prelado. Colegas, que agrupa a 32 asociaciones, dice que la homilía trasciende el objeto propio del culto y la fe para llegar al «ataque que raya la incitación al odio y la apología de la discriminación». La libertad de expresión no es la barra libre para el insulto y el fomento del odio al diferente, afirman. A las críticas se suman los partidos de izquierda.


			Ante el revuelo de sus palabras, el obispo se defiende: «No quiero ofender a nadie, pero no renuncio a anunciar la verdad en la caridad». Desde la Federación Estatal de Lesbianas, Gais, Transexuales y Bisexuales (FELGTB), su presidenta, Boti García Rodrigo, critica la homofobia con la que «a veces sacude» la jerarquía católica.


			Pero Reig Pla también tiene quien le apoye. Al salir en su defensa, la Confederación Católica de Padres de Alumnos y Padres de Familia (CONCAPA) afirma que «el colectivo homosexual» quiere imponer su visión de la sexualidad «con virulentos ataques a quienes no sigan sus directrices». 


			Como era previsible, la Iglesia española arropa al prelado, aunque con algún disenso. El obispo de la Diócesis de Calahorra y La Calzada-Logroño, Juan José Omella, asegura que las afirmaciones de Reig Pla sobre el aborto y la homosexualidad están en la línea de «lo que siempre ha dicho la Iglesia católica». El arzobispo de Oviedo, Jesús Sanz, va más allá y sostiene que el obispo alcalaíno era «objeto de una ofensiva descalificadora por parte de ciertos “lobbies gais” y de algunas formaciones políticas». También el entonces cardenal arzobispo de Madrid, Antonio María Rouco Valera, y los demás obispos de la provincia expresan su «cercanía fraternal» con el obispo de Alcalá de Henares y califican de «lamentables injerencias» las mociones de censura aprobadas por algunas localidades madrileñas. Uno de ellos fue el propio Ayuntamiento de Alcalá de Henares, que había vetado la presencia del obispo en los actos oficiales de la corporación al entender que sus opiniones sobre la homosexualidad perjudican la imagen de la ciudad; sin embargo había rechazado una moción de IU para exigir su destitución.


			También se luce con su opinión el entonces portavoz de la Conferencia Episcopal Española (CEE), Juan Antonio Martínez Camino, al asegurar que la polémica había sido fruto de «una campaña ficticia por determinados intereses políticos». Y, en un estilo parecido, añade: «Las relaciones homosexuales son objetivamente desordenadas; ésa es la doctrina católica y está expresada en el catecismo, por lo que es un escándalo farisaico» que alguien se sorprenda al oírselo decir a un obispo. Tras calificar de «injusta» e «infundamentada» la polémica, insiste en que la Iglesia tiene que «ejercer su derecho de libertad de expresión y su deber de proclamar la doctrina católica sin dejarse condicionar por ninguna polémica injusta».


			Pero en este rebaño hay aparentemente una oveja negra. El cardenal arzobispo de Barcelona, Lluís Martínez-Sistach, se desmarca de las opiniones del obispo de Alcalá de Henares y afirma que los homosexuales «son personas como las otras y merecen toda la dignidad y el respeto». Frente a la teoría de la malicia del pecado expuesta por Reig Pla, Martínez-Sistach considera que la Iglesia debe abrirse «a todas las personas con sentimiento religioso» en un proceso que se debería llevar a cabo «más allá de las ideologías», porque la cuestión de Dios es precisamente eso, «la gran cuestión». 


			Y al final la polémica llega al Congreso. Su Comisión de la Igualdad no logra ponerse de acuerdo sobre el texto de una declaración institucional con motivo del Día Internacional contra la Homofobia y la Transfobia, ni tampoco sobre la oportunidad de reprobar a quienes hacen declaraciones discriminatorias y homófobas.


			 


			Estilo de vida gay


			 


			En su campaña de autodefensa, el obispo hace público que había recibido un centenar de testimonios de personas que habían abandonado «el estilo de vida gay» e iniciado «itinerarios de esperanza». 


			Reig Pla, alicantino por más señas, no es un obispo cualquiera; su opinión no suele pasar inadvertida. Es lo que podemos calificar como un obispo guerrillero. Al poco de la polémica de su homilía, Reig Pla sostuvo que muchos casos de homosexualidad se podían resolver con «una terapia adecuada». En otro momento reclamó abrir un debate como en Francia sobre la aprobación de la ley del matrimonio homosexual, que mantener el derecho al aborto era sostener «la corrupción del Estado», o que la interrupción del embarazo era «una batalla larga y tan larga como la que pretendía abolir la esclavitud».


			Para el obispo, la decisión del Tribunal Constitucional de avalar la unión legal entre personas del mismo sexo fue «una verdadera agresión» al matrimonio, al tiempo que sostuvo que en los colegios los niños se plantean su condición sexual por ciertas ideologías que se han introducido en el ámbito de la enseñanza. Muchas son sus opiniones polémicas, pero todas gravitan sobre los mismos asuntos: que si la familia cristiana es la única respuesta posible a la «sociedad enferma» y a la «gran crisis de humanidad, moral, social y económica que estamos viviendo», que si el matrimonio es «el mejor negocio de las personas», y un largo etcétera.


			Un año y medio antes de su famosa homilía, el 27 de diciembre de 2010, vinculó la violencia de género o machista a la pérdida de la familia tradicional. Opinó que la violencia doméstica se daba sobre todo en los procesos de separación y divorcio, en aquellos procesos de litigio, «de manera que los matrimonios canónicamente constituidos tienen menos casos de violencia doméstica que aquellos que son parejas de hecho o personas que viven inestablemente». 


			La FELGTB presentó una denuncia ante la Fiscalía de Madrid contra este obispo por provocación a la discriminación y al odio en su homilía, en la que, a su juicio, «relacionaba la homosexualidad con la corrupción, la prostitución y el abuso, anteponiendo el perjuicio a la diversidad afectiva y sexual». La FELGTB reclamó también que se investigara si RTVE había incurrido «en falta» al emitir las palabras del prelado y pidió que la Corporación retirase de su web el vídeo de la homilía. Pero la Fiscalía archivó la denuncia por no ver motivo para actuar contra el obispo. Tampoco el Ente Público hizo nada a pesar de las numerosas quejas que recibió. Los consejeros nombrados por el PP y CiU para el Consejo de Administración de RTVE se levantaron de la reunión de este órgano para evitar, al dejarla sin quórum suficiente, que la mayoría integrada por consejeros progresistas votara a favor de una resolución de censura al obispo de Alcalá.


			Al mismo tiempo, el letrado Mazón presentó una denuncia en los juzgados de Alcalá de Henares por injurias e incitación a la discriminación contra los homosexuales, en aplicación del artículo 510 del Código Penal, que castiga con pena de prisión a los que provocan la discriminación y el odio contra grupos por su orientación sexual o difunden informaciones injuriosas contra ellos.


			Tras estudiar el caso, el titular del Juzgado de Instrucción número 6 de Alcalá de Henares, Antonio Cervera, la archivó al no apreciar delito alguno. «El examen completo de las palabras del obispo no permite entender razonablemente que el mismo estuviese provocando a la discriminación, al odio o a la violencia contra los homosexuales (art. 510.1 del Código Penal), ni que el mismo estuviese difundiendo informaciones injuriosas sobre los homosexuales con relación a su orientación sexual (art. 510.2 del Código Penal)», afirmó.


			El magistrado estimó que de las consideraciones de Reig Pla se desprendía, sin duda, «una posición crítica hacia la homosexualidad», pero que no contenían «una injuria a los homosexuales en general ni tampoco una llamada a la discriminación por razón de su orientación sexual». Para Cervera, del sentido de sus palabras no podía entenderse una intención de afirmar que los homosexuales en general se prostituyesen, sino que eso, en opinión del obispo, ocurriría «a veces» y «para comprobar una inclinación sexual». 


			Tras conocer la decisión judicial, Reig Pla manifestó que ésta no sólo salía en defensa de la «libertad de expresión y de la libertad de cátedra, sino sobre todo en defensa de la libertad religiosa en España; libertades que algunos lobbies y medios de comunicación parecen querer cercenar a toda costa». Además insistió en sentirse víctima de «una estrategia de acoso y desgaste bien planificada» que sufren otros miembros de la Iglesia al expresar sus opiniones sobre la homosexualidad. 


			Por el contrario, la FELGTB lamentó que «la agresión verbal» del obispo de Alcalá de Henares quedara impune y que el juez careciera «de la sensibilidad social necesaria para comprender que las agresiones verbales son causa de un daño extremo a las personas LGTB, especialmente a adolescentes lesbianas, gais, transexuales y bisexuales». 


			El partido Soberanía recurrió ante la Audiencia de Madrid en el año 2012 y denunció el caso en varias ocasiones al Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) por el retardo en dictar sentencia. Finalmente ésta se produjo en el sentido de rechazar la responsabilidad del obispo. 


			 


			Una opinión, no discriminación


			 


			La Audiencia Provincial de Madrid consideró en 2014 que el obispo de Alcalá ejerció su derecho a la libertad ideológica, religiosa y de opinión al criticar la homosexualidad. Al igual que hizo el Juzgado de Instrucción, la Sección número 23 del tribunal madrileño entendió que las palabras pronunciadas por el denunciado no suponían la comisión de delito porque «no contienen incitación alguna al odio, a la discriminación o a la violencia contra los homosexuales, que es el grupo al que se refiere, sino que se limitan a poner de manifiesto las ideas de Monseñor Reig Pla sobre las personas de esa orientación sexual». «Guste o no guste lo que dijo Monseñor Reig Pla —añadía el auto judicial—, se limitó a ejercer su libertad ideológica, religiosa y de opinión de forma pública, sin que en sus expresiones existiera una incitación a ejercer violencia, odio o discriminación sobre el colectivo gay.»


			Admitió el tribunal que «seguramente muchas otras personas discrepan del punto de vista del prelado, pero eso no significa que el obispo» cometiera delito «al expresar sus creencias religiosas». Tampoco vio la Sala motivo para apreciar un delito de provocación a la discriminación porque de la homilía no se deducía «un ataque a la totalidad del colectivo gay», pues el obispo se refirió «claramente a individuos aislados y concretos, no a todo el grupo», y dijo que «esos individuos» a veces realizaban «conductas que el obispo considera reprobables». 


			En conclusión de la Audiencia Provincial de Madrid, el prelado superior de la Diócesis de Alcalá de Henares expresó «los “peligros” que en su opinión acechan a aquellas personas que sienten atracción sexual por personas de su mismo sexo». «Tan sólo es una opinión, no tiene por qué ser compartida y por muy desajustada que parezca con los valores de la sociedad actual, eso no la convierte en constitutiva de delito», razonaban los magistrados.


			Tras el archivo, Colega lamentó que la Justicia no condenase al obispo de Alcalá y reclamó la aprobación de una ley que regule los delitos de homofobia, xenofobia y racismo. «La falta de una ley que castigue la discriminación motivada por el odio, ya sea homofobia, xenofobia, racismo o antisemitismo, está logrando que muchos delitos de discurso de odio queden impunes», afirmó su presidente, Paco Ramírez, quien consideró de urgencia aprobar una norma de no discriminación frente a la «ambigüedad y el vacío legal».


			Para cerrar este asunto, y parafraseando al prelado, nosotros quisiéramos decirle una palabra, pero una sola palabra de verdad: Respeto. O mejor dos, en sintonía con el cardenal arzobispo de Barcelona, Lluís Martínez-Sistach: Dignidad y Respeto.


			 


			 


			
EL ABUELO CEBOLLETA



			 


			Estamos seguros de que al famoso dibujante de cómics Manuel Vázquez (el gran Vázquez, el de Anacleto, agente secreto y Las hermanas Gilda) no le importaría que coincidiese el nombre de este caso con el de un conocido personaje de la historia de La familia Cebolleta que él creó en 1951 para la revista El DDT. Aquel abuelo Cebolleta, el de la enorme barba blanca, era un personaje benigno, obsesionado por contar batallitas a quien pillaba por banda. En cambio, el personaje de nuestro siguiente caso judicial es otro distinto al que hemos querido llamar Cebolleta pero, que sepamos, no por guardar parecido en su verborrea, sino por su afición a restregarse en los demás con esa parte de su cuerpo que el lector ya se estará imaginando. Sí, eso que coloquialmente se define como arrimar cebolleta, aunque todavía la Real Academia Española de la Lengua se estará pensando si dar a la popular alocución su conocido brillo y esplendor.


			Nuestro abuelo Cebolleta ha entrado con honores en esta nueva antología no por méritos propios, sino de los magistrados que le juzgaron. El hombre se sentó en el banquillo acusado de abusar de dos nietas de su pareja y al final fue condenado por esos hechos, pero fue absuelto de la acusación de haberlo hecho con otras dos. En ese debate jurídico que mantuvieron los magistrados a la hora de redactar la sentencia, concluyeron que era «normal», aunque «chocante», que el abuelo se revolcara desnudo con las niñas en la cama. El resultado de todo ello fue que de los 50 años de prisión a los que se enfrentaba por abusar de las cuatro menores, sólo recibió una condena de 11 años.


			Los hechos ocurrieron entre 1997 y 1998 en el domicilio que nuestro abuelo Cebolleta compartía con su pareja en Cerdanyola del Vallés, en la provincia de Barcelona, así como en una residencia veraniega de la familia en Begur (Girona) y en la casa de una de las hijas de la compañera sentimental del procesado en la localidad barcelonesa de Mollet del Vallés.


			A fin de reflejar los hechos con la misma crudeza que hacen los jueces, utilizaremos algunos pasajes textuales de la sentencia, si bien hemos cambiado todos los nombres de las personas afectadas para evitar su identificación. Al acusado lo llamaremos Cebolleta para identificar con un nombre supuesto al personaje de este epígrafe, pero no para hacer una gracieta, ya que el caso no es para reírse sino para llorar.


			Sin embargo, antes de empezar, tengamos clara una cosa: las niñas de la historia son cuatro nietas de la pareja del acusado, a las que identificaremos como Lucía, de trece años; Antonieta, de doce años, y Sara y Gema, ambas de nueve años.


			El abuelo Cebolleta, «mayor de edad y sin antecedentes penales, mantuvo desde el año 1988 una relación sentimental con Marisol a consecuencia de la cual decidieron convivir juntos desde mediados del año 1994 en el piso de ésta en Cerdanyola del Vallés. Cebolleta se hallaba, durante este tiempo, plenamente integrado en la vida familiar de su compañera sentimental, pasando numerosos fines de semana con ella en la casa que Eva, una de las hijas de aquélla, poseía en la localidad de Begur (Girona), acompañados de otras de sus hijas así como de sus nietas». 


			En el año 1997, la mañana de un domingo invernal, estando en la residencia de Begur, al acusado lo despertaron las dos hijas de Eva, Lucía y Antonieta, «a las cuales, jugando, Cebolleta revolcó en la cama en la que él se encontraba acostado y desnudo, y rozó con su pene las piernas de ambas, sin que se haya acreditado la presencia de ánimo libidinoso en dichos hechos». 


			El verano de ese mismo año, en la playa de la población gerundense, «mientras el procesado jugaba a enseñar a nadar a Lucía y la sostenía en el agua en posición horizontal, tocó los pechos y la zona genital de la niña, tras lo cual ella se separó inmediatamente, sin que tampoco conste que el ánimo libidinoso inspirara su actuación». 


			«En fecha indeterminada entre el verano de 1996 y julio de 1997, y en el piso en el cual el procesado convivía con Marisol, en Cerdanyola del Vallés, Cebolleta revolcó sobre la cama en la que él dormía a Sara, de nueve años, también nieta de su compañera sentimental, habiéndose producido fruto de dicho roce en la cama contactos y tocamientos del procesado sobre el cuerpo de la niña.» 


			Pero hubo más. «En el mes de mayo de 1997, hallándose de nuevo la familia en la localidad de Begur y habiendo salido a pasear por el bosque el procesado y Sara, aquél se bajó la bragueta, sacando su pene, que restregó contra el cuerpo de la niña, masturbándose.»


			Y el día 23 de junio del mismo año, «estando en el jardín de la casa de Begur jugando en los columpios el procesado y Sara, él la cogió fuertemente y, sacando nuevamente su pene de los pantalones, volvió a masturbarse frotándolo contra el cuerpo de la menor, que intentaba separarse pero no podía debido a la intensidad con que era agarrada por el adulto».


			Otro escenario en el que ocurrieron los hechos fue la trastienda de un comercio de ropa que regentaba la pareja del abuelo Cebolleta. El 18 de julio de 1997 estaba allí su nieta Gema. «El procesado, estando solo con la niña en la parte trasera del establecimiento, le bajó los pantalones y las bragas, la besó en la boca y le introdujo el pene en la boca, así como frotó su miembro viril contra la vagina de ella. Los besos a la niña y la introducción del pene por el acusado en la boca de ella, así como los contactos superficiales con el citado miembro en la vagina de Gema se repitieron, en fechas indeterminadas pero en todo caso comprendidas entre verano de 1996 y el 18 de julio de 1997, en al menos dos ocasiones más; una de ellas se inició mientras Gema dormía en su domicilio de Mollet del Vallés y ocurrió en el verano de 1996, sucediendo en la otra ocasión en la casa de la tía de la niña en Begur, llegando a eyacular en al menos una de las tres ocasiones mencionadas. Gema ha estado sometida a tratamiento psicológico a causa de estos hechos.»


			Tras el juicio, la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Barcelona dictó sentencia en septiembre de 1999. Los magistrados consideraron que los hechos eran constitutivos de un delito continuado de agresión sexual en el caso de Sara y de un delito continuado de abusos sexuales sobre una menor de nueve años, con penetración, en el caso de Gema. En cambio no consideró acreditada la comisión de otros dos delitos continuados de abusos sexuales en el caso de Lucía y Antonieta.


			 


			Rozar con el pene, cuestión de confianza


			 


			Los magistrados no dudaron de la veracidad de las acusaciones de las niñas. Pero los hechos, decían en la sentencia, «ostentan la suficiente ambigüedad y son fruto de conductas socialmente aceptadas en una relación de íntima confianza y casi parental, como la que tenían todas las menores con Cebolleta, quienes le consideraban su abuelo». Así que les surgieron «serias dudas sobre el verdadero ánimo que inspiró al procesado» cuando rozó «con el pene a las niñas estando ellas en su cama con ocasión de haberlo ido a despertar» y los «contactos con la mano en los pechos y en la zona genital de Lucía cuando la sostenía en el agua en posición horizontal simulando ambos que ella no sabía nadar». 


			O sea, que revolcarse con las nietas en pelotas y en la cama es lo más normal del mundo, según los magistrados. Y arrimarles la cebolleta también, claro, cabría añadir. Eso sin tener en cuenta que no estaban juzgando a un santo o a un anacoreta, sino a un abuelo al que habían condenado por abusar de otras dos nietas.


			La sentencia reconocía que podía «resultar chocante» que revolcarse en la cama «se considere dentro de la normalidad en el caso concreto». Esto se debía, según los magistrados, a lo que las niñas y otros familiares habían relatado «sobre la costumbre que tenía la madre de ambas de andar por la casa desnuda o simplemente con un pareo en presencia del resto de parientes y del propio encausado, no siendo infrecuente que acudieran todos a playas nudistas y habiendo visto las menores en alguna ocasión a Cebolleta desnudo en tales playas». 


			«En este contexto, con una cierta habitualidad de las menores ante tales situaciones que vivían de manera natural, la circunstancia de que el procesado durmiera desnudo y al revolcar a las dos niñas sobre su cama rozara su órgano genital con las piernas de ellas, no ofrece más que una trascendencia que bien pudiera ser casual», añadía la resolución. 


			Que Lucía relatara en el juicio que no consideró «normal ese roce ni los tocamientos en la playa» fue, en opinión de la sentencia, una «apreciación subjetiva» puesta en duda por el tribunal, «a la vista del relato de las cuatro primas sobre cómo se sucedió la exteriorización de los hechos que habían acontecido a cada una de ellas». Y es que fueron las dos más pequeñas «las primeras que se atrevieron a hablar entre ellas de lo que les había sucedido con Cebolleta, contándoselo más tarde a sus primas mayores».


			«En estas circunstancias —prosiguió en su explicación el tribunal— bien pudiera suceder que oyendo la narración de unos hechos cuya intencionalidad no ofrecía dudas, no vacilaran en atribuir ese ánimo a actos que por su carácter ambiguamente sexual recordaban, viendo reforzada así una de las dos percepciones posibles de lo que les había sucedido.»


			Y así, ante las dudas que albergaban los magistrados y al no disponer de pruebas contundentes sobre la acusación, el tribunal absolvió al abuelo Cebolleta de parte de los delitos de los que era acusado. En cambio, fue condenado a una pena de 3 años y 3 meses de prisión por un delito continuado de agresiones sexuales y a otra pena de 8 años y 6 meses por un delito continuado de abusos sexuales. Asimismo, se le impuso el pago de una indemnización de 10 millones de pesetas (60.000 euros) a Gema y de 5 millones (30.000 euros) a Sara. 


			El acusado recurrió la sentencia frente al Supremo, no así el fiscal ni la acusación particular, que habían reclamado un total de 50 años de cárcel para el abuelete. El alto tribunal rechazó su recurso y, por tanto, confirmó su condena. Los argumentos de defensa que expuso en el alto tribunal no nos interesan lo más mínimo y no nos detendremos en ellos. Como si el abuelo Cebolleta comenzara con aquello de «en cierta ocasión, iba yo al frente de mis cipayos, cuando bla, bla, bla…».


			 


			 


			
LA BAJADA DE BRAGAS



			 


			Los juegos en la pareja para estimular la libido forman parte de la más estricta intimidad y deben quedar al margen del reproche penal, siempre, claro, que no entren en colisión los derechos y las libertades de cada uno de sus miembros. Así pues, que la esposa se vista de enfermera y el marido simule estar enfermo es una fantasía sexual que comparten millones de personas; o que la mujer haga de maestra estricta y el hombre de estudiante algo gamberro forma parte de otro capítulo del imaginario habitual de las parejas que suplantan distintos roles para dar nuevos rumbos a sus relaciones sexuales. Otra cosa distinta es que una mujer denuncie a su marido por malos tratos porque le baja las bragas en público para reírse delante de los amigos, lo que parece ya fuera de ese contexto, y que un juez decida que el asunto no es más que una broma de mal gusto.


			Esto mismo resolvió en 2008 un Juzgado de lo Penal de Jaén, que absolvió a un vecino de La Carolina, de cuarenta y tres años, de un delito continuado de malos tratos después de que su esposa lo denunciara ante la Guardia Civil por bajarle la ropa interior en numerosas ocasiones. La mujer explicó ante el juez que su marido, para hacerse el graciosillo, le subía la falda y le bajaba las bragas delante de sus amigos. El marido se defendió como pudo y reconoció que había sido una broma fuera de tono, pero que en ningún caso había agredido o maltratado a su esposa. La Fiscalía calificó de grave la conducta del acusado y solicitó para él una condena de 3 años de prisión.


			Durante el juicio, los testigos citados aseguraron no haber observado nunca malos tratos, amenazas, insultos o vejaciones del marido hacia su mujer, y que cuando le bajaba las bragas delante de los colegas, en una casa de campo, lo hacía en plan de gracieta.


			El juez reconoció que los hechos no revelaban «una situación de delicadeza, respeto y consideración del acusado con su mujer», pero sostuvo que esa actitud no podía ser considerada como delito. La sentencia, según publicó Diario Jaén, sostenía que «la zafiedad, la chabacanería, la ordinariez, la falta de educación, la vulgaridad, lo soez y burdo, la insolencia, no constituyen infracción penal, sobre todo cuando el interesado no conoce que puede estar humillando a la persona receptora y, en especial, cuando ésta parece tolerar la situación y no le dice lo contrario».


			 


			 


			
LA BURUNDANGA NO ES UNA MANDANGA



			 


			Que una bella mujer sea conquistada en un abrir y cerrar de ojos por un desconocido que se le ha cruzado en una calle céntrica de Madrid, hasta el punto de que se vayan a casa para intimar tras unos minutillos de charla, es poco frecuente. Pero si, además, el susodicho es un hombre que presenta una discapacidad que le hace ser lo que algunos, un tanto incorrectos políticamente, llaman «enano»… la cosa ya es muy rara. ¿Y si en lugar de una mujer son casi cuarenta las que sucumben de inmediato a los encantos del mismo desconocido como si fuera más bello que Adonis y más certero en su puntería que Cupido? ¿Acaso no cree que este asunto, por sí solo, despertaría nuestras sospechas por parecer irreal? ¿Y no le parece extraño que once de las mujeres accedan a irse a la cama para practicar sexo con el mismo individuo afectado por el síndrome de acondroplasia, y al que, como por arte de magia, quedan doblegadas a su voluntad? ¿Y que después de todo no recuerden qué les ha pasado ni hasta dónde han llegado? 


			Así planteado, reconocerá el lector o lectora que lo que contamos parece un capítulo de la serie Twin Peaks, que, como recordará, fue la popular serie de televisión estadounidense de los años noventa que crearon David Lynch y Mark Frost y que volverá a las pantallas pronto. Quizá crea que los autores hemos soñado, una de estas noches, con el enigmático personaje bailarín que aparecía en los sueños del agente del FBI que es enviado a Twin Peaks para investigar la muerte de Laura Palmer. Pero no, nuestro personaje es real, de carne y hueso. 


			Es el caso más paradigmático de lo que ocurre cuando la Justicia española se enfrenta al reto de la burundanga, la droga del violador, un potente fármaco que anula la voluntad de la víctima y que, al no dejar rastro, es muy difícil de probar en un proceso judicial y ha motivado el archivo de numerosos casos —digamos supuestos— de violaciones que nunca fueron probadas. Disparate o no, algo falla en la Justicia. Y las víctimas que denuncian, además de frustradas en su demanda de auxilio judicial, se convierten en dobles víctimas: del violador y del sistema judicial.


			Nuestro sospechoso se hacía pasar por chamán y además era un pequeño actor que había actuado en anuncios y series de televisión, en espectáculos cómicos del bombero torero y de strippers en despedidas de solteras en un grupo conocido como los Pekeboys. Vivía en el madrileño barrio de Puente de Vallecas. De nacionalidad colombiana, había llegado a España en 2004. Le gustaba trabar conversación con las desconocidas y sacaba ventaja de su aparente fragilidad para ganarse la confianza de sus interlocutoras, que creían, erróneamente, que con su pequeño tamaño no representaba ningún peligro. 


			Decía que era brujo de una aldea y parecía que adivinaba cosas. Era simpático, o se lo hacía, y sabía aprovecharse de la debilidad de las mujeres a las que abordaba para explicarles un rollo sobre si ellas eran brujas también y que si tenían mucho potencial para ayudar a los demás. También explotaba su faceta de actor de tal o cual anuncio, o si intervino en la película Alatriste, y no desaprovechaba ninguna oportunidad para sobar a las mujeres, incluso en la cola para cobrar por un anuncio en TVE. No podemos ni debemos dar su identidad completa porque el personajillo salió libre de cargos después de que lo detuvieran dos veces y de que lo denunciaran casi cuarenta mujeres. Pero pongamos que se llama Ismael.


			En mayo de 2012, la Dirección General de la Policía emitió una nota de prensa, titulada «La Policía Nacional detiene a un individuo que simulaba ser un chamán para abusar sexualmente de mujeres», en la que explicaba que el detenido se ganaba la confianza de sus víctimas «con un discurso esotérico» y, tras utilizar algún tipo de sustancia, «anulaba su voluntad y conseguía de una forma inexplicable que le invitaran al domicilio, donde consumaba los abusos». Aunque hasta ese momento sólo se le atribuía un delito, la Policía ponía a disposición de otras posibles víctimas un número de teléfono para que se pusieran en contacto con los agentes. Y llamaron muchas.


			 


			Las víctimas anuladas


			 


			Aurora (nombre ficticio) fue la primera denunciante y la que hizo que se destapara el caso. Sobre las 21.30 horas del 13 de mayo de 2012, se encontraba junto a una fuente frente al Palacio Real de Madrid, hablando por teléfono con un familiar, cuando Ismael, al que la denunciante no conocía, se sentó a un par de metros de ella; éste le pidió que se acercara y, al hacerlo, le dio datos de la conversación que estaba manteniendo, lo que despertó en Aurora una curiosidad por saber cómo lo había hecho. El hombre le ofreció un periódico y le dijo que pasara un par de páginas; a continuación, comenzó a sentirse extraña, «completamente anulada» y obedeciendo a todo lo que Ismael le decía.


			La Audiencia de Madrid señaló en un auto: «Respecto a lo que pasó de contenido sexual, la denunciante reconoce que tiene un recuerdo confuso, con imágenes sueltas en las que ve a Ismael en calzoncillos, y que luego estaban en la cama y el denunciado le pedía que le tocara y le besara, a lo que ella accedía sin saber por qué, tocándola y besándola él también a ella aunque afirma en la denuncia que no recuerda haber mantenido relaciones sexuales completas con Ismael, quien durante el tiempo que permaneció en su domicilio le decía que si él se iba ella se moriría, que no tenía que contar lo sucedido a nadie y que iba a ser su secreto».


			Otra víctima, Adelaida, relató que en octubre de 2011 paseaba por la calle de Carretas cuando se le acercó Ismael y entablaron conversación durante una hora en la Puerta del Sol sobre temas espirituales. Después la invitó a su casa y accedió porque él estaba acompañado de una mujer llamada Ascensión. «Una vez en la casa afirma que bebió agua que le dio el imputado y que el mismo, con el pretexto de liberarle de chacras o espíritus, le realizó unos masajes, realizándole tocamientos vaginales y quedándose ella dormida, sufriendo un fuerte dolor de cabeza al levantarse al día siguiente.»


			A principios de mayo de 2012, Ismael se acercó a otra mujer, Elvira, cuando estaba viendo un escaparate en la calle de la Montera. Charlaron sobre la supuesta regulación de la energía a través del método reiki, o imposición de manos, y consiguió que ella se tomara algo (agua, entre otras consumiciones) en dos locales, donde «comenzó a abrazarla y a besarla en la cara». Elvira empezó a notar «que tenía anulada su voluntad, con una sensación muy extraña, como si estuviera bajo las órdenes de Ismael, accediendo a ir a su domicilio, bebiendo allí de un agua que él le trajo». Una vez en su casa, la mujer comió algo e Ismael le insistió en que «no quería follar con ella sino ayudarla», pero acabó quedándose a dormir en un sofá; al poco, en ese mismo sofá, y después de que ella se masturbara sin saber por qué, «él le introdujo los dedos en la vagina». Elvira aseguró que todo lo hizo «con la voluntad totalmente anulada y segura de que estuvo bajo los efectos de una sustancia que le hacía pensar que en ese momento estaba viviendo una experiencia sobrenatural y espiritual».


			Así fueron, uno tras otro, los testimonios de las denunciantes.


			El caso del falso chamán que hemos elegido para explicar este asunto de la burundanga es de los más polémicos que hemos podido encontrar, aunque no quiere decir eso que sea por tratarse de una actuación disparatada atribuible sólo al juez, sino porque el resultado del proceso constituya un disparate en sí mismo.


			Cuando a la Policía le fueron llegando las denuncias contra el falso chamán, no hubo duda de que se trataba de un caso de abusos sexuales en el que se empleó algún tipo de sustancia que anulaba la voluntad de sus víctimas. Otra cosa era lograr alguna prueba de ello distinta a la palabra de las víctimas frente a la del denunciado.


			Aurora, la del primer relato, fue víctima del falso chamán desde la noche del 13 de mayo de 2012 hasta primera hora de la tarde del día 14, y al día siguiente presentó su denuncia en comisaría. Según consta en el atestado, la Policía se puso en contacto con el juzgado de guardia y el médico forense no estimó oportuno realizarle a la denunciante ni una toma de muestras (por haberse lavado) ni un análisis de tóxicos, «sin perjuicio de que la víctima pudiera ir a su médico de cabecera para que se los hiciera». Se practicó una diligencia de reconstrucción de los hechos y se comprobó el itinerario referido por la denunciante. El 17 de mayo se procedió a la detención del sospechoso, quien se acogió a su derecho de no prestar declaración ante la Policía, y al día siguiente pasó a disposición del Juzgado de Instrucción número 28 de Madrid. 


			La jueza tomó declaración a Ismael, que reconoció haber mantenido una relación con Aurora, pero negó haberle suministrado ningún tipo de sustancia. Admitió que se fueron a la casa de la mujer y que allí le tocó los muslos con el consentimiento de ella, se abrazaron y se besaron en la mejilla, pero en cambio negó haberla amenazado o que hubieran mantenido relaciones sexuales.


			Según explicó la Audiencia de Madrid en un auto, el Juzgado de Instrucción acordó la libertad provisional del acusado ese mismo día, «sin practicar en ese momento ninguna diligencia más, ni entrada y registro en el domicilio del imputado, ni toma de muestras o análisis a la denunciante». Posteriormente, el 29 de mayo, la citó para tomarle declaración el 27 de junio; había pasado más de un mes de los hechos.


			Aurora fue la primera en denunciar, eso sí, pero no la última. Una a una, otras treinta y siete mujeres fueron pasando por comisaría para contar su caso, y todos tenían un rasgo común: después de contactar con Ismael, las mujeres perdían la voluntad y seguían sus órdenes. A raíz del llamamiento de colaboración ciudadana que realizó la Policía Nacional a través de los medios de comunicación, numerosas mujeres denunciaron un caso similar. 


			Cuando el falso chamán queda en libertad sin cargos tras pasar a disposición judicial, la Policía no claudica y el 30 de mayo vuelve a detener al acusado. Al día siguiente lo pone a disposición de otro juzgado, el Juzgado de Instrucción número 2 de Madrid, cuyo titular vuelve a dejar a Ismael en libertad y sin cargos.


			En octubre de ese año, el Juzgado de Instrucción número 28 de Madrid acordaba el sobreseimiento y el archivo provisional de las diligencias previas 3382/2012, decisión que confirmó el 12 de noviembre al desestimar un recurso de reforma. El Juzgado no llegó a tomar declaración a todas las denunciantes o testigos, sino sólo a tres. El motivo fue que el tribunal recibió el «resultado negativo» de los análisis de los efectos intervenidos en casa del sospechoso: no se habían encontrado drogas tóxicas. Sin embargo, el archivo que decidió contó con la colaboración del fiscal, que reclamó el sobreseimiento de las actuaciones mientras las denunciantes personadas en la causa solicitaron la práctica de nuevas diligencias. 


			Por lo tanto, sin resolver previamente sobre las diligencias propuestas, la jueza acordó el sobreseimiento provisional de las actuaciones por entender que no resultaba acreditado que los contactos sexuales referidos por las víctimas se hubieran obtenido «por el denunciado con el empleo de violencia o intimidación, o valiéndose de algún tipo de sustancia, a la vista del resultado de los informes técnicos sobre las muestras obtenidas».


			Tres de las denunciantes volvieron a recurrir el archivo ante la Audiencia Provincial de Madrid, que les dio la razón en enero de 2013. Tras dejar sin efecto el sobreseimiento, ordenó la práctica de las diligencias reclamadas por estas víctimas, así como cualesquiera otras que resultasen precisas para el esclarecimiento de los hechos. La Sala que tomó esta decisión estaba integrada por tres mujeres: Luisa Aparicio Carril, Ángela Acevedo Frías y Ana Mercedes del Molino Romera.


			 


			Una justicia incomprensible


			 


			Al corregir la decisión del Juzgado, la Sección Séptima de la Audiencia madrileña llamaba la atención de la jueza de instrucción por sólo haber tomado declaración a tres de las denunciantes, pese a que cada uno de los hechos investigados podría ser constitutivo de un delito grave. Pero no sólo consideraba «incomprensible» que hiciera esto, sino que tampoco notificara a todas las demandantes el sobreseimiento de las actuaciones.


			Tras la denuncia de la primera mujer, observaba el tribunal, no se le recogió ningún tipo de muestra ni se le realizó una analítica, «ni en el momento de la denuncia, porque al parecer el médico forense entiende que ello no es necesario, ni cuando el detenido pasa a disposición del Juzgado de Instrucción, en el cual no se recibe declaración a la denunciante tampoco ese mismo día para valorar si es preciso la práctica de alguna diligencia con carácter urgente, sino que se toma declaración al detenido, el cual, en el legítimo ejercicio de su derecho de defensa, niega haber abusado de Aurora pese a que reconoce el contacto con la misma, sin estar presente según parece el Ministerio Fiscal, y se acuerda la libertad del imputado, citando a la denunciante para recibirle declaración más de un mes después».


			Como continuación de su trabajo, la Brigada Provincial de la Policía Judicial de Madrid remitió a la jueza diligencias ampliatorias con más de treinta mujeres que refirieron hechos similares, cometidos supuestamente por el mismo acusado. En su investigación, los agentes sugirieron «la existencia de una droga que podría producir los efectos que relataban las denunciantes que sentían cuando el imputado presuntamente cometía los hechos por ellas denunciados». De esta información se desprendía, según la Audiencia, que no tenía «por qué ser una invención de las denunciantes, por ejemplo, para justificar una relación sexual de la que luego se habrían arrepentido».


			La Sala estimaba que no había motivo alguno para dudar de la credibilidad de las denuncias ni se había acreditado que las mujeres actuaran por motivos espurios ni para salir en los medios de comunicación, y aunque era cierto que algunos de los delitos denunciados ocurrieron hacía tiempo, no era motivo para que no se investigasen dada su gravedad. Además, que las posibles perjudicadas no hubieran formulado una denuncia en su momento podía estar justificado «por la especial naturaleza de los hechos».


			Sobre los resultados negativos en las pruebas de drogas, la Audiencia estimaba, como alegaban las víctimas, que no se practicaron en el momento de la primera detención, ni se efectuó un análisis de la primera denunciante, ni una entrada y un registro en el domicilio del acusado para constatar la posibilidad de que tuviera algún tipo de sustancia que provocara los efectos que Aurora afirmaba haber sufrido, y que cuando se realizó el día de la segunda detención de Ismael, habían pasado trece días desde la primera, «tiempo más que suficiente para que el imputado se hubiera podido deshacer de cualquier vestigio que pudiera incriminarle». Ante la falta de un informe técnico que confirmara la presencia de drogas que anularan la voluntad de las víctimas, el tribunal consideraba preciso recabar otros datos que permitiesen averiguar los hechos. 


			En este caso, la Audiencia estaba más del lado de las víctimas que del acusado, no sólo porque avalaba sus argumentos, sino también porque entendía el valor indiciario de sus testimonios en ese momento procesal: «Hay que tener en cuenta el elevado número de mujeres que declaran en sentido parecido, sin que entre ellas se conocieran previamente ni tuvieran relación alguna, lo que parece descartar, en principio, una cadena de denuncias no ajustadas a la realidad, y este conjunto de hechos denunciados corrobora periféricamente la verosimilitud del testimonio de cada una de las denunciantes».


			Y tampoco consideraba tan raro que las denunciantes coincidiesen en que se había usado algún tipo de droga. Por eso reclamó que si existía «una posibilidad científica» de que se hubiera administrado a las demandantes «algún tipo de sustancia que puede anular o alterar la voluntad de las mismas», era preciso constatar, a través de un informe pericial, si la escopolamina «puede producir los efectos que las denunciantes refieren, y el tiempo de duración de esos efectos, así como de qué manera se puede administrar tal sustancia y si es posible que ello se haga a través de un periódico, un abrazo, unos besos, un pañuelo, una bebida o incluso un soplido, que es lo que parece que las denunciantes mantienen que ha podido ocurrir».


			El Juzgado de Instrucción número 28 de Madrid se vio obligado a reabrir el caso, y al cabo volvió a archivarlo por segunda vez; las víctimas recurrieron de nuevo esta decisión, y en el momento de escribir este capítulo, la misma sala aceptó el nuevo recurso para que se siguiera tramitando la causa.


			 


			
La droga del violador



			 


			Muchos son los nombres por los que se la conoce: droga del violador, beso del sueño, polvo zombi o aliento del diablo, pero sobre todo se ha popularizado como «burundanga», término con solera en Sudamérica, donde también se la denomina cacao sabanero o borrachero. El origen de la palabra es africano, del yoruba concretamente, y es el nombre que recibe un arbusto común en muchas latitudes: el beleño blanco. En los países anglosajones se ha clasificado la burundanga como una droga que facilita la agresión sexual (DFSA, del inglés Drug facilitated sexual assault), y en Francia se la conoce con el término «sumisión química».


			Aunque el uso de esta droga ha llegado a España desde América Latina, donde suele emplearse para cometer delitos en países como Colombia, Venezuela, Ecuador o Argentina, ya se utilizaba hace miles de años, por ejemplo durante el Imperio romano como «veneno de anillo» que se diluía en cualquier líquido, o en la Edad Media como parte de los filtros de amor mágicos.


			Según el último informe sobre drogas emergentes de la Comisión Clínica de la Delegación del Gobierno para el Plan Nacional sobre Drogas, el alcaloide que contiene el beleño blanco es la escopolamina (o hioscina). Por méritos propios no debería formar parte de una publicación sobre drogas de abuso «si no fuera por el hecho de que se usa, con fines delictivos, para provocar la sedación en personas que, posteriormente, serán víctimas de rapto, abusos sexuales o robo». El documento, del año 2011, es decir, antes de la detención del falso chamán, refería que se había llegado a considerar, incluso, la posibilidad de que esta sustancia actuase a través del contacto con la piel o bien mediante la aspiración de telas o de papeles impregnados, aunque los datos procedentes de fuentes policiales y de los servicios médicos de urgencias no habían confirmado tal hipótesis. La Comisión sostenía no conocer la existencia de casos en que se hubiera producido la supresión de la voluntad o la amnesia por esta vía, ni siquiera en aquellas personas más vulnerables como son los niños o los ancianos.


			Pero la información que circula sobre la burundanga en otros países pone de manifiesto una casuística que el informe gubernamental ni atisba. 
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